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4.	 La prestación del servicio público de la educación se realizará, a través de los cen-
tros públicos y privados concertados.

5.	 Los centros docentes orientarán su actividad a la consecución de los principios y 
fines de la educación establecidos en la presente Ley.

6.	 Los padres o tutores, en relación con la educación de sus hijos o pupilos, tienen 
derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica 8/1985, 
de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, a escoger centro docente 
tanto público como distinto de los creados por los poderes públicos, a los que se 
refiere el apartado 3 del presente artículo.

Artículo 109. Programación de la red de centros.

1.	 En la programación de la oferta de plazas, las Administraciones educativas armo-
nizarán las exigencias derivadas de la obligación que tienen los poderes públicos 
de garantizar el derecho de todos a la educación, mediante una oferta suficiente de 
plazas públicas, en condiciones de igualdad y los derechos individuales de alum-
nos y alumnas, padres, madres y tutores legales.

En todo caso, se perseguirá el objetivo de cohesión social y la consideración de la 
heterogeneidad de alumnado como oportunidad educativa.

2.	 Las enseñanzas reguladas en esta Ley se programarán por las Administraciones 
educativas teniendo en cuenta la oferta existente de centros públicos y la autori-
zada en los centros privados concertados, asegurando el derecho a la educación y 
articulando el principio de participación efectiva de los sectores afectados como 
mecanismo idóneo para atender adecuadamente los derechos y libertades y la 
elección de todos los interesados. Los principios de programación y participación 
son correlativos y cooperantes en la elaboración de la oferta que conllevará una 
adecuada y equilibrada escolarización del alumnado con necesidad específica de 
apoyo educativo, como garantía de la equidad y calidad de la enseñanza.

3.	 En el marco de la programación general de la red de centros de acuerdo con los 
principios anteriores, las Administraciones educativas programarán la oferta edu-
cativa de modo que garanticen la existencia de plazas públicas suficientes, espe-
cialmente en las zonas de nueva población.

4.	 Las Administraciones educativas deberán tener en cuenta las consignaciones pre-
supuestarias existentes y el principio de economía y eficiencia en el uso de los 
recursos públicos.
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5.	 Las Administraciones educativas promoverán un incremento progresivo de pues-
tos escolares en la red de centros de titularidad pública.

Artículo 110. Accesibilidad, sostenibilidad y relaciones con el entorno.

1.	 Los centros educativos existentes que no reúnan las condiciones de accesibilidad 
exigidas por la legislación vigente en la materia, deberán adecuarse en los plazos y 
con arreglo a los criterios establecidos por la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, y en sus 
normas de desarrollo.

2.	 Las Administraciones educativas promoverán programas para adecuar las condi-
ciones físicas, incluido el transporte escolar, y tecnológicas de los centros y los do-
tarán de los recursos materiales y de acceso al currículo adecuados a las necesidades 
del alumnado que escolariza, especialmente en el caso de personas con discapaci-
dad, de modo que no se conviertan en factor de discriminación y garanticen una 
atención inclusiva y universalmente accesible a todos los alumnos.

3.	 Con el fin de promover una cultura de la sostenibilidad ambiental y de la coope-
ración social para proteger nuestra biodiversidad, las Administraciones educativas 
favorecerán, en coordinación con las instituciones y organizaciones de su entorno, 
la sostenibilidad de los centros, su relación con el medio natural y su adaptación 
a las consecuencias derivadas del cambio climático. Asimismo garantizarán los 
caminos escolares seguros y promoverán desplazamientos sostenibles en los dife-
rentes ámbitos territoriales, como fuente de experiencia y aprendizaje vital.

4.	 Los centros, como espacios abiertos a la sociedad de los que son elemento nuclear, 
promoverán el trabajo y la coordinación con las administraciones, entidades y 
asociaciones de su entorno inmediato, creando comunidades educativas abiertas, 
motores de la transformación social y comunitaria.

CAPÍTULO II.
Centros públicos

Artículo 111. Denominación de los centros públicos.

1.	 Los centros públicos que ofrecen educación infantil se denominarán escuelas 
infantiles, los que ofrecen educación primaria, colegios de educación primaria, 
los que ofrecen educación secundaria obligatoria, bachillerato y formación pro-
fesional, institutos de educación secundaria. Los centros que ofrecen únicamen-
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te enseñanzas de formación profesional se denominarán institutos de formación 
profesional, y centros integrados cuando impartan todas las ofertas formativas de 
formación profesional.

2.	 Los centros públicos que ofrecen educación infantil y educación primaria se deno-
minarán colegios de educación infantil y primaria.

3.	 Los centros públicos que ofrecen enseñanzas profesionales de artes plásticas y dise-
ño se denominarán escuelas de arte; los que ofrecen enseñanzas profesionales y, en 
su caso, elementales, de música y danza, conservatorios. Los centros que ofrecen 
enseñanzas artísticas superiores tendrán las denominaciones a las que se refiere el 
artículo 58 de esta Ley.

4.	 Los centros que ofrecen enseñanzas dirigidas a alumnos con necesidades educati-
vas especiales que no puedan ser atendidas en el marco de las medidas de atención 
a la diversidad de los centros ordinarios, se denominarán centros de educación 
especial.

5.	 Corresponde a las Administraciones educativas determinar la denominación de 
aquellos centros públicos que ofrezcan enseñanzas agrupadas de manera distinta a 
las definidas en los puntos anteriores.

Artículo 111 bis. Tecnologías de la Información y la Comunicación.

1.	 El Ministerio de Educación y Formación Profesional establecerá, previa consulta 
a las Comunidades Autónomas, los estándares que garanticen la interoperabili-
dad entre los distintos sistemas de información utilizados en el Sistema Educativo 
Español, en el marco del Esquema Nacional de Interoperabilidad previsto en el 
artículo 42 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciuda-
danos a los Servicios Públicos.

Para ello, se identificarán los tipos básicos de sistemas de información utilizados 
por las Administraciones educativas, tanto para la gestión académica y adminis-
trativa como para el soporte al aprendizaje, y se determinarán las especificaciones 
técnicas básicas de los mismos y los distintos niveles de compatibilidad y seguri-
dad en el tratamiento de los datos que deben alcanzar. Dentro de estas especifica-
ciones, se considerarán especialmente relevantes las definiciones de los protocolos 
y formatos para el intercambio de datos entre sistemas de información de las Ad-
ministraciones educativas.

Estas medidas también irán encaminadas a potenciar y a facilitar el aprovecha-
miento de los registros administrativos en el marco de las estadísticas educativas 
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estatales, para posibilitar la ampliación de la información estadística referida al 
alumnado, el profesorado, los centros y las gestiones educativas, lo que redundará 
en la mejora de las herramientas de análisis y de seguimiento de la actividad edu-
cativa y de las medidas de mejora de la calidad del Sistema Educativo Español.

En el marco de la implantación de las citadas medidas, dentro de los sistemas de 
información propios de la gestión académica y administrativa se regulará un nú-
mero identificativo para cada alumno o alumna, a fin de facilitar el intercambio 
de la información relevante, el seguimiento de las trayectorias educativas indivi-
dualizadas, incluyendo las medidas educativas que en su caso se hubieran podido 
aplicar, y atender demandas de la estadística estatal e internacional y de las estra-
tegias europeas para los sistemas de educación y formación. En cualquier caso, 
dicha regulación atenderá a la normativa relativa a la privacidad y protección de 
datos personales.

2.	 Los entornos virtuales de aprendizaje que se empleen en los centros docentes sos-
tenidos con fondos públicos facilitarán la aplicación de planes educativos especí-
ficos diseñados por los docentes para la consecución de objetivos concretos del 
currículo, y deberán contribuir a la extensión del concepto de aula en el tiempo 
y en el espacio. Por ello deberán, respetando los estándares de interoperabilidad, 
permitir a los alumnos y alumnas el acceso, desde cualquier sitio y en cualquier 
momento, a los entornos de aprendizaje disponibles en los centros docentes en 
los que estudien, con pleno respeto a lo dispuesto en la normativa aplicable en 
materia de propiedad intelectual, privacidad y protección de datos personales. Así 
mismo promoverán los principios de accesibilidad universal y diseño para todas 
las personas, tanto en formatos y contenidos como en herramientas y entornos 
virtuales de aprendizaje.

3.	 El Ministerio de Educación y Formación Profesional impulsará, previa consulta a 
las Comunidades Autónomas, la compatibilidad de los formatos que puedan ser 
soportados por las herramientas y entornos virtuales de aprendizaje en el ámbito 
de los contenidos educativos digitales públicos, con el objeto de facilitar su uso 
con independencia de la plataforma tecnológica en la que se alberguen.

4.	 El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte ofrecerá plataformas digitales y 
tecnológicas de acceso a toda la comunidad educativa, que podrán incorporar 
recursos didácticos aportados por las Administraciones educativas y otros agentes 
para su uso compartido. Los recursos deberán ser seleccionados de acuerdo con 
parámetros de calidad metodológica, adopción de estándares abiertos y disponi-



135

Texto refundido de la Ley Orgánica de Educación

bilidad de fuentes que faciliten su difusión, adaptación, reutilización y redistribu-
ción y serán reconocidos como tales.

5.	 Las Administraciones educativas y los equipos directivos de los centros promoverán 
el uso de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) en el aula como 
medio didáctico apropiado y valioso para llevar a cabo las tareas de enseñanza y 
aprendizaje. Las Administraciones educativas deberán establecer las condiciones que 
hagan posible la eliminación en el ámbito escolar de las situaciones de riesgo deriva-
das de la inadecuada utilización de las TIC, con especial atención a las situaciones de 
violencia en la red. Se fomentará la confianza y seguridad en el uso de las tecnologías 
prestando especial atención a la desaparición de estereotipos de género que dificul-
tan la adquisición de competencias digitales en condiciones de igualdad.

6.	 El Ministerio de Educación y Formación Profesional elaborará y revisará, previa 
consulta a las Comunidades Autónomas, los marcos de referencia de la compe-
tencia digital que orienten la formación inicial y permanente del profesorado y 
faciliten el desarrollo de una cultura digital en los centros y en las aulas.

7.	 Las Administraciones públicas velarán por el acceso de todos los estudiantes a los 
recursos digitales necesarios, para garantizar el ejercicio del derecho a la educación 
de todos los niños y niñas en igualdad de condiciones.

En todo caso, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) y los 
recursos didácticos que se empleen, se ajustarán a la normativa reguladora de los 
servicios y sociedad de la información y de los derechos de propiedad intelectual, 
concienciando en el respeto de los derechos de terceros.

Artículo 112. Medios materiales y humanos.

1.	 Corresponde a las Administraciones educativas dotar a los centros públicos de los 
medios materiales y humanos necesarios para ofrecer una educación de calidad y 
garantizar la igualdad de oportunidades en la educación.

2.	 En el contexto de lo dispuesto en el apartado anterior, los centros dispondrán de la 
infraestructura informática necesaria para garantizar la incorporación de las tecno-
logías de la información y la comunicación en los procesos educativos. Correspon-
de a las Administraciones educativas proporcionar servicios educativos externos y 
facilitar la relación de los centros públicos con su entorno y la utilización por parte 
del centro de los recursos próximos, tanto propios como de otras Administracio-
nes públicas.
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3.	 Los centros que escolaricen alumnado con necesidad específica de apoyo educa-
tivo, en proporción mayor a la establecida con carácter general o para la zona en 
la que se ubiquen, recibirán los recursos humanos y materiales necesarios para 
atender adecuadamente a este alumnado. A tal fin, la proporción de alumnado 
por profesor podrá ser inferior a la establecida en el apartado 1 del artículo 157.

4.	 Las Administraciones educativas facilitarán que aquellos centros que, por su nú-
mero de unidades, no puedan disponer de los especialistas a los que se refiere el 
artículo 93 de esta Ley, reciban los apoyos necesarios para asegurar la calidad de las 
correspondientes enseñanzas.

5.	 Las Administraciones educativas potenciarán que los centros públicos puedan ofre-
cer actividades y servicios complementarios a fin de favorecer que amplíen su oferta 
educativa para atender las nuevas demandas sociales, así como que puedan disponer 
de los medios adecuados, particularmente de aquellos centros que atiendan a una 
elevada población de alumnos con necesidad específica de apoyo educativo.

6.	 Las Administraciones educativas podrán establecer compromisos con aquellos 
centros que, en uso de su autonomía y basándose en el análisis de sus evaluaciones 
internas o externas, adopten decisiones o proyectos que sean valorados por dichas 
administraciones de especial interés para el contexto socioeconómico del centro, 
para el desarrollo del currículo o para su organización y para la inclusión y la aten-
ción a la diversidad del alumnado. Las Administraciones educativas y los centros 
harán un seguimiento y valoración de los resultados obtenidos tomando como 
referencia los objetivos propuestos.

Artículo 113. Bibliotecas escolares.

1.	 Los centros de enseñanza dispondrán de una biblioteca escolar.
2.	 Las Administraciones educativas completarán la dotación de las bibliotecas de los 

centros públicos de forma progresiva. A tal fin elaborarán un plan que permita 
alcanzar dicho objetivo dentro del periodo de implantación de la presente Ley.

3.	 Las bibliotecas escolares contribuirán a fomentar la lectura y a que el alumno 
acceda a la información y otros recursos para el aprendizaje de las demás áreas y 
materias y pueda formarse en el uso crítico de los mismos. Igualmente, contribui-
rán a hacer efectivo lo dispuesto en los artículos 19.3 y 26.2 de la presente Ley.

4.	 La organización de las bibliotecas escolares deberá permitir que funcionen como 
un espacio abierto a la comunidad educativa de los centros respectivos.

5.	 Los centros podrán llegar a acuerdos con los municipios respectivos, para el uso de 
bibliotecas municipales con las finalidades previstas en este artículo.
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CAPÍTULO III.
Centros privados

Artículo 114. Denominación.

Los centros privados podrán adoptar cualquier denominación, excepto la que corres-
ponde a centros públicos o pueda inducir a confusión con ellos.

Artículo 115. Carácter propio de los centros privados.

1.	 Los titulares de los centros privados tendrán derecho a establecer el carácter pro-
pio de los mismos que, en todo caso, deberá respetar los derechos garantizados a 
profesores, padres y alumnos en la Constitución y en las leyes.

2.	 El carácter propio del centro deberá ser puesto en conocimiento por el titular del 
centro a los distintos sectores de la comunidad educativa, así como a cuantos pu-
dieran estar interesados en acceder al mismo. La matriculación de un alumno su-
pondrá el respeto del carácter propio del centro, que deberá respetar a su vez, los 
derechos de los alumnos y sus familias reconocidos en la Constitución y en las leyes.

3.	 Cualquier modificación en el carácter propio de un centro privado, por cambio en 
la titularidad o por cualquier otra circunstancia, deberá ponerse en conocimiento 
de la comunidad educativa con antelación suficiente. En cualquier caso, la modi-
ficación del carácter propio, una vez iniciado el curso, no podrá surtir efectos antes 
de finalizado el proceso de admisión y matriculación de los alumnos para el curso 
siguiente.

CAPÍTULO IV.
Centros privados concertados

Artículo 116. Conciertos.

1.	 Los centros privados que ofrezcan enseñanzas declaradas gratuitas en esta Ley y sa-
tisfagan necesidades de escolarización, en el marco de lo dispuesto en los artículos 
108 y 109, podrán acogerse al régimen de conciertos educativos en los términos 
legalmente establecidos. Los centros que accedan al régimen de concertación edu-
cativa deberán formalizar con la Administración educativa que proceda el corres-
pondiente concierto.

2.	 Entre los centros que cumplan los requisitos establecidos en el apartado anterior, 
tendrán preferencia para acogerse al régimen de conciertos aquellos que atiendan 
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a poblaciones escolares de condiciones económicas desfavorables, los que realicen 
experiencias de interés pedagógico para el sistema educativo, los que fomenten la 
escolarización de proximidad y los que estén constituidos y funcionen en régimen 
de cooperativa, cuya especificidad será objeto de reconocimiento en la normativa 
correspondiente.

3.	 Corresponde al Gobierno establecer los aspectos básicos a los que deben some-
terse los conciertos. Estos aspectos se referirán al cumplimiento de los requisitos 
previstos en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, del Derecho a la Educación y 
en las normas que le sean de aplicación de la presente Ley; a la tramitación de la 
solicitud, la duración máxima del concierto y las causas de extinción; a las obliga-
ciones de la titularidad del centro concertado y de la Administración educativa; 
al sometimiento del concierto al derecho administrativo; a las singularidades del 
régimen del profesorado sin relación laboral; a la constitución del Consejo Escolar 
del centro al que se otorga el concierto y a la designación del director.

En concreto, el concierto educativo tendrá una duración mínima de seis años en 
el caso de Educación Primaria, y de cuatro años en el resto de los casos.

4.	 Corresponde a las Comunidades Autónomas dictar las normas necesarias para el 
desarrollo del régimen de conciertos educativos, de acuerdo con lo previsto en el 
presente artículo y en el marco de lo dispuesto en los artículos 108 y 109. El con-
cierto establecerá los derechos y obligaciones recíprocas en cuanto a régimen eco-
nómico, duración, prórroga y extinción del mismo, número de unidades escolares 
concertadas, rendición de cuentas, planes de actuación y adopción de medidas en 
función de los resultados académicos obtenidos, y demás condiciones, con suje-
ción a las disposiciones reguladoras del régimen de conciertos. En todo caso, las 
Administraciones educativas recogerán en sus normativas específicas lo dispuesto 
en el apartado segundo de este artículo.

5.	 Los conciertos podrán afectar a varios centros, siempre que pertenezcan a un mis-
mo titular.

6.	 Las Administraciones educativas podrán concertar, con carácter preferente, las en-
señanzas de ciclos formativos de grado básico que, conforme a lo previsto en la 
presente Ley, los centros privados concertados de educación secundaria obligato-
ria impartan a su alumnado. Dichos conciertos tendrán carácter general.

7.	 El concierto para las enseñanzas postobligatorias tendrá carácter singular.
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Artículo 117. Módulos de concierto.

1.	 La cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los cen-
tros privados concertados, para hacer efectiva la gratuidad de las enseñanzas ob-
jeto de concierto, se establecerá en los presupuestos de las Administraciones co-
rrespondientes.

2.	 A efectos de distribución de la cuantía global a que hace referencia el apartado an-
terior, el importe del módulo económico por unidad escolar se fijará anualmente 
en los Presupuestos Generales del Estado y, en su caso, en los de las Comunidades 
Autónomas, no pudiendo en éstos ser inferior al que se establezca en los primeros 
en ninguna de las cantidades en que se diferencia el citado módulo de acuerdo con 
lo que se establece en el apartado siguiente.

3.	 En el módulo, cuya cuantía asegurará que la enseñanza se imparta en condiciones 
de gratuidad, se diferenciarán:
a)	 Los salarios del personal docente, incluidas las cotizaciones por cuota patronal 

a la Seguridad Social que correspondan a los titulares de los centros.
b)	 Las cantidades asignadas a otros gastos, que comprenderán las de personal de 

administración y servicios, las ordinarias de mantenimiento, conservación y 
funcionamiento, así como las cantidades que correspondan a la reposición de 
inversiones reales. Asimismo, podrán considerarse las derivadas del ejercicio 
de la función directiva no docente. En ningún caso, se computarán intereses 
del capital propio. Las citadas cantidades se fijarán con criterios análogos a los 
aplicados a los centros públicos.

c)	 Las cantidades pertinentes para atender el pago de los conceptos de antigüe-
dad del personal docente de los centros privados concertados y consiguiente 
repercusión en las cuotas de la Seguridad Social; pago de las sustituciones del 
profesorado y los derivados del ejercicio de la función directiva docente; pago 
de las obligaciones derivadas del ejercicio de las garantías reconocidas a los 
representantes legales de los trabajadores según lo establecido en el artículo 68 
del Estatuto de los Trabajadores. Tales cantidades se recogerán en un fondo 
general que se distribuirá de forma individualizada entre el personal docen-
te de los centros privados concertados, de acuerdo con las circunstancias que 
concurran en cada profesor y aplicando criterios análogos a los fijados para el 
profesorado de los centros públicos.

4.	 Las cantidades correspondientes a los salarios del personal docente a que hace 
referencia el apartado anterior, posibilitarán la equiparación gradual de su remu-
neración con la del profesorado público de las respectivas etapas.
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5.	 Los salarios del personal docente serán abonados por la Administración al profeso-
rado como pago delegado y en nombre de la entidad titular del centro, con cargo 
y a cuenta de las cantidades previstas en el apartado anterior. A tal fin, el titular del 
centro, en su condición de empleador en la relación laboral, facilitará a la Admi-
nistración las nóminas correspondientes, así como sus eventuales modificaciones.

6.	 La Administración no podrá asumir alteraciones en los gastos de personal y costes 
laborales del profesorado, derivadas de convenios colectivos que superen el por-
centaje de incremento global de las cantidades correspondientes a salarios a que 
hace referencia el apartado 3 de este artículo.

7.	 Las Administraciones educativas podrán incrementar los módulos para los centros 
privados concertados que escolaricen alumnos con necesidad específica de apoyo 
educativo en proporción mayor a la establecida con carácter general o para la zona 
en la que se ubiquen.

8.	 La reglamentación que desarrolle el régimen de conciertos tendrá en cuenta las 
características específicas de las cooperativas de enseñanza y de los profesores sin 
relación laboral con la titularidad del centro, a fin de facilitar la gestión de sus 
recursos económicos y humanos.

9.	 En la Ley de Presupuestos Generales del Estado se determinará el importe máximo 
de las cuotas que los centros con concierto singular podrán percibir de las familias.
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TÍTULO V. 
Participación, autonomía y gobierno de los centros

CAPÍTULO I.
Participación en el funcionamiento y el gobierno de los centros

Artículo 118. Principios generales.

1.	 La participación es un valor básico para la formación de ciudadanos autónomos, li-
bres, responsables y comprometidos con los principios y valores de la Constitución.

2.	 La participación, autonomía y gobierno de los centros que ofrezcan enseñanzas 
reguladas en esta Ley se ajustarán a lo dispuesto en ella y en la Ley Orgánica 
8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación, y en las normas 
que se dicten en desarrollo de las mismas.

3.	 Las Administraciones educativas fomentarán, en el ámbito de su competencia, el 
ejercicio efectivo de la participación de alumnado, profesorado, familias y perso-
nal de administración y servicios en los centros educativos.

4.	 A fin de hacer efectiva la corresponsabilidad entre el profesorado y las familias en 
la educación de sus hijos, las Administraciones educativas adoptarán medidas que 
promuevan e incentiven la colaboración efectiva entre la familia y la escuela.

5.	 En relación con los centros integrados y de referencia nacional de formación pro-
fesional se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional y en las normas que la desarrollen.

6.	 Corresponde a las Administraciones educativas regular la participación en los cen-
tros que impartan enseñanzas artísticas superiores de acuerdo con la normativa 
básica que establezca el Gobierno.

7.	 Corresponde a las Administraciones educativas adaptar lo establecido en este Tí-
tulo a las características de los centros que imparten únicamente el primer ciclo de 
educación infantil. Esta adaptación deberá respetar, en todo caso, los principios de 
autonomía y participación de la comunidad educativa recogidos en el mismo.

Artículo 119. Participación en el funcionamiento y el gobierno 
de los centros públicos y privados concertados.

1.	 Las Administraciones educativas garantizarán la participación activa de la comu-
nidad educativa en las cuestiones relevantes de la organización, el gobierno, el 
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funcionamiento y la evaluación de los centros, fomentando dicha participación 
especialmente en el caso del alumnado, como parte de su proceso de formación.

2.	 La comunidad educativa participará en el gobierno de los centros a través de su 
Consejo Escolar. El profesorado participará también en la toma de decisiones pe-
dagógicas que corresponden al Claustro, a los órganos de coordinación docente y a 
los equipos de profesores y profesoras que impartan clase en el mismo curso o ciclo.

3.	 Corresponde a las Administraciones educativas favorecer la participación del 
alumnado en el funcionamiento de los centros, a través de sus delegados de grupo 
y curso, así como de sus representantes en el Consejo Escolar.

4.	 Los padres y los alumnos y alumnas podrán participar también en el funciona-
miento de los centros a través de sus asociaciones. Las Administraciones educati-
vas favorecerán la información y la formación dirigida a ellos.

5.	 Los centros tendrán al menos los siguientes órganos colegiados de gobierno: Con-
sejo Escolar y Claustro del profesorado. En la composición del Consejo Escolar se 
deberá promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres.

CAPÍTULO II.
Autonomía de los centros 

Artículo 120. Disposiciones generales.

1.	 Los centros dispondrán de autonomía pedagógica, de organización y de gestión en 
el marco de la legislación vigente y en los términos recogidos en la presente Ley y 
en las normas que la desarrollen.

2.	 Los centros docentes dispondrán de autonomía para elaborar, aprobar y ejecutar 
un proyecto educativo y un proyecto de gestión, así como las normas de organiza-
ción y funcionamiento del centro.

3.	 Las Administraciones educativas favorecerán la autonomía de los centros de forma 
que sus recursos económicos, materiales y humanos puedan dar respuesta y viabi-
lidad a los proyectos educativos y propuestas de organización que elaboren, una 
vez que sean convenientemente evaluados y valorados. Los centros sostenidos con 
fondos públicos deberán rendir cuentas de los resultados obtenidos.

4.	 Los centros, en el ejercicio de su autonomía, pueden adoptar experimentacio-
nes, innovaciones pedagógicas, programas educativos, planes de trabajo, formas 
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de organización, normas de convivencia o ampliación del calendario escolar o del 
horario lectivo de ámbitos, áreas o materias, en los términos que establezcan las 
Administraciones educativas y dentro de las posibilidades que permita la normati-
va aplicable, incluida la laboral, sin que, en ningún caso, suponga discriminación 
de ningún tipo, ni se impongan aportaciones a las familias ni exigencias para las 
Administraciones educativas.

5.	 Cuando estas experimentaciones, planes de trabajo o formas de organización pue-
dan afectar a la obtención de títulos académicos o profesionales, deberán ser auto-
rizados expresamente por el Gobierno.

Artículo 121. Proyecto educativo.

1.	 El proyecto educativo del centro recogerá los valores, los fines y las prioridades 
de actuación, incorporará la concreción de los currículos establecidos por la Ad-
ministración educativa, que corresponde fijar y aprobar al Claustro, e impulsará 
y desarrollará los principios, objetivos y metodología propios de un aprendizaje 
competencial orientado al ejercicio de una ciudadanía activa. Asimismo incluirá 
un tratamiento transversal de la educación en valores, del desarrollo sostenible, de 
la igualdad entre mujeres y hombres, de la igualdad de trato y no discriminación 
y de la prevención de la violencia contra las niñas y las mujeres, del acoso y del 
ciberacoso escolar, así como la cultura de paz y los derechos humanos.

El proyecto educativo del centro recogerá asimismo la estrategia digital del centro, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 111 bis.5.

2.	 Dicho proyecto estará enmarcado en unas líneas estratégicas y tendrá en cuenta 
las características del entorno social, económico, natural y cultural del alumnado 
del centro, así como las relaciones con agentes educativos, sociales, económicos 
y culturales del entorno. El proyecto recogerá, al menos, la forma de atención a 
la diversidad del alumnado, medidas relativas a la acción tutorial, los planes de 
convivencia y de lectura y deberá respetar los principios de no discriminación y de 
inclusión educativa como valores fundamentales, así como los principios y objeti-
vos recogidos en esta Ley y en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora 
del Derecho a la Educación, especificando medidas académicas que se adoptarán 
para favorecer y formar en la igualdad particularmente de mujeres y hombres.

2 bis.  Los centros adoptarán las medidas necesarias para compensar las carencias que 
pudieran existir en la competencia en comunicación lingüística, en lengua castellana 
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y en su caso en las lenguas cooficiales, tomando como referencia el análisis realizado 
previamente e incluyendo dicho análisis y tales medidas en su proyecto educativo.

Las Administraciones educativas adoptarán las iniciativas necesarias para facilitar 
a los centros la aplicación de dichas medidas.

2 ter.  El proyecto educativo incorporará un plan de mejora, que se revisará periódi-
camente, en el que, a partir del análisis de los diferentes procesos de evaluación del 
alumnado y del propio centro, se planteen las estrategias y actuaciones necesarias 
para mejorar los resultados educativos y los procedimientos de coordinación y de 
relación con las familias y el entorno.

3.	 En el marco de lo establecido por las Administraciones educativas, los centros 
establecerán sus proyectos educativos, que deberán hacerse públicos con objeto de 
facilitar su conocimiento por el conjunto de la comunidad educativa. Asimismo, 
corresponde a las Administraciones educativas contribuir al desarrollo del currí-
culo favoreciendo la elaboración de modelos abiertos de programación docente y 
de materiales didácticos que atiendan a las distintas necesidades de los alumnos y 
alumnas y del profesorado.

4.	 Corresponde a las Administraciones educativas favorecer la coordinación entre 
los proyectos educativos de los centros de educación primaria y los de educación 
secundaria obligatoria con objeto de que la incorporación de los alumnos a la 
educación secundaria sea gradual y positiva.

5.	 Los centros promoverán compromisos educativos entre las familias o tutores lega-
les y el propio centro en los que se consignen las actividades que padres, profesores 
y alumnos se comprometen a desarrollar para mejorar el rendimiento académico 
del alumnado.

6.	 El proyecto educativo de los centros privados concertados, que en todo caso debe-
rá hacerse público, será dispuesto por su respectivo titular e incorporará el carácter 
propio al que se refiere el artículo 115 de esta Ley.

Artículo 122. Recursos.

1.	 Los centros estarán dotados de los recursos educativos, humanos y materiales ne-
cesarios para ofrecer una enseñanza de calidad y garantizar la igualdad de oportu-
nidades en el acceso a la educación.

2.	 Las Administraciones educativas podrán asignar mayores dotaciones de recursos a 
determinados centros públicos o privados concertados, en razón de los proyectos 



145

Texto refundido de la Ley Orgánica de Educación

que así lo requieran o en atención a las condiciones de especial necesidad de la 
población que escolarizan. Dicha asignación quedará condicionada a la rendición 
de cuentas y justificación de la adecuada utilización de dichos recursos.

3.	 Los centros docentes públicos podrán obtener recursos complementarios, previa 
aprobación de su Consejo Escolar, en los términos que establezcan las Adminis-
traciones educativas, dentro de los límites que la normativa vigente establece. Es-
tos recursos no podrán provenir de las actividades llevadas a cabo por las asocia-
ciones de padres, madres y de alumnos y alumnas en cumplimiento de sus fines 
y deberán ser aplicados a sus gastos, de acuerdo con lo que las Administraciones 
educativas establezcan.

Artículo 122 bis. Acciones destinadas a fomentar la calidad 
de los centros docentes.

1.	 Se promoverán acciones destinadas a fomentar la calidad de los centros docentes, 
mediante el refuerzo de su autonomía y la potenciación de la función directiva, 
según establezcan el Gobierno y las Administraciones educativas.

Dichas acciones comprenderán medidas honoríficas tendentes al reconocimiento 
de los centros, así como acciones de calidad educativa, que tendrán por objeto el 
fomento y la promoción de la calidad en los centros.

2.	 Las Administraciones educativas fomentarán acciones de calidad educativa que 
podrán dirigirse, de manera específica, a aspectos de una etapa o enseñanza de 
las impartidas por el centro o, de manera general, a aspectos asociados a una con-
sideración integral del centro y podrán tomar como referencia diversos modelos 
de análisis y gestión. A tal fin, los centros docentes que desarrollen estas acciones 
deberán presentar una planificación estratégica que incluirá los objetivos persegui-
dos, los resultados que se pretenden obtener, la gestión que se ha de desarrollar 
con las correspondientes medidas para lograr los resultados esperados, así como el 
marco temporal y la programación de actividades.

La realización de las acciones de calidad educativa estará sometida a rendición de 
cuentas por el centro docente.

Artículo 123. Proyecto de gestión de los centros públicos.

1.	 Los centros públicos que impartan enseñanzas reguladas por la presente Ley dispon-
drán de autonomía en su gestión económica de acuerdo con la normativa establecida 
en la presente Ley así como en la que determine cada Administración educativa.
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2.	 Las Administraciones públicas podrán delegar en los órganos de gobierno de los 
centros públicos la adquisición de bienes, contratación de obras, servicios y su-
ministros, de acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 
26 de febrero de 2014 y, en su caso, con la legislación autonómica en materia de 
contratación del sector público, y con los límites que en la normativa correspon-
diente se fijen. El ejercicio de la autonomía de los centros para administrar estos 
recursos estará sometido a las disposiciones que las Administraciones públicas es-
tablezcan para regular el proceso de contratación, de realización y de justificación 
del gasto.

3.	 Para el cumplimiento de sus proyectos educativos, los centros públicos podrán 
formular requisitos de titulación y capacitación profesional respecto de determi-
nados puestos de trabajo del centro, de acuerdo con las condiciones que establez-
can las Administraciones educativas.

4.	 Los centros públicos expresarán la ordenación y utilización de sus recursos, tanto 
materiales como humanos, a través de la elaboración de su proyecto de gestión, en 
los términos que regulen las Administraciones educativas.

5.	 Las Administraciones educativas podrán delegar en los órganos de gobierno de los 
centros públicos las competencias que determinen, incluidas las relativas a gestión 
de personal, responsabilizando a los directores de la gestión de los recursos puestos 
a disposición del centro.

Artículo 124. Normas de organización, funcionamiento y convivencia.

1.	 Los centros elaborarán un plan de convivencia que incorporarán a la programa-
ción general anual y que recogerá todas las actividades que se programen con el 
fin de fomentar un buen clima de convivencia dentro del centro escolar, la con-
creción de los derechos y deberes de los alumnos y alumnas y las medidas correc-
toras aplicables en caso de su incumplimiento con arreglo a la normativa vigente, 
tomando en consideración la situación y condiciones personales de los alumnos 
y alumnas, y la realización de actuaciones para la resolución pacífica de conflictos 
con especial atención a las actuaciones de prevención de la violencia de género, 
igualdad y no discriminación.

2.	 Las normas de convivencia y conducta de los centros serán de obligado cumpli-
miento, y deberán concretar los deberes de los alumnos y alumnas y las medidas 
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correctoras aplicables en caso de incumplimiento, tomando en consideración su 
situación y condiciones personales.

Las medidas correctoras tendrán un carácter educativo y recuperador, deberán ga-
rantizar el respeto a los derechos del resto de los alumnos y alumnas y procurarán 
la mejora en las relaciones de todos los miembros de la comunidad educativa.

Las medidas correctoras deberán ser proporcionadas a las faltas cometidas. Aque-
llas conductas que atenten contra la dignidad personal de otros miembros de la 
comunidad educativa, que tengan como origen o consecuencia una discrimina-
ción o acoso basado en el género, orientación o identidad sexual, o un origen 
racial, étnico, religioso, de creencias o de discapacidad, o que se realicen contra el 
alumnado más vulnerable por sus características personales, sociales o educativas 
tendrán la calificación de falta muy grave y llevarán asociada como medida correc-
tora la expulsión, temporal o definitiva, del centro.

Las decisiones de adoptar medidas correctoras por la comisión de faltas leves serán 
inmediatamente ejecutivas.

3.	 Los miembros del equipo directivo y los profesores y profesoras serán considerados 
autoridad pública. En los procedimientos de adopción de medidas correctoras, los 
hechos constatados por profesores, profesoras y miembros del equipo directivo 
de los centros docentes tendrán valor probatorio y disfrutarán de presunción de 
veracidad «iuris tantum» o salvo prueba en contrario, sin perjuicio de las pruebas 
que, en defensa de los respectivos derechos o intereses, puedan señalar o aportar 
los propios alumnos y alumnas.

4.	 Las Administraciones educativas facilitarán que los centros, en el marco de su au-
tonomía, puedan elaborar sus propias normas de organización y funcionamiento.

5.	 Las Administraciones educativas regularán los protocolos de actuación frente a 
indicios de acoso escolar, ciberacoso, acoso sexual, violencia de género y cualquier 
otra manifestación de violencia, así como los requisitos y las funciones que debe 
desempeñar el coordinador o coordinadora de bienestar y protección, que debe 
designarse en todos los centros educativos independientemente de su titularidad. 
Las directoras, directores o titulares de centros educativos se responsabilizarán de 
que la comunidad educativa esté informada de los protocolos de actuación exis-
tentes así como de la ejecución y el seguimiento de las actuaciones previstas en los 
mismos. En todo caso deberán garantizarse los derechos de las personas afectadas.
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Artículo 125. Programación general anual.

Los centros educativos elaborarán al principio de cada curso una programación gene-
ral anual que recoja todos los aspectos relativos a la organización y funcionamiento 
del centro, incluidos los proyectos, el currículo, las normas, y todos los planes de 
actuación acordados y aprobados.

CAPÍTULO III.
Órganos colegiados de gobierno y de coordinación docente 

de los centros públicos

Sección primera. Consejo Escolar

Artículo 126. Composición del Consejo Escolar.

1.	 El Consejo Escolar de los centros públicos estará compuesto por los siguientes 
miembros:
a)	 El director del centro, que será su Presidente.
b)	 El jefe de estudios.
c)	 Un concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se 

halle radicado el centro.

d)	 Un número de profesores y profesoras que no podrá ser inferior a un tercio del 
total de los componentes del Consejo, elegidos por el Claustro y en represen-
tación del mismo.

e)	 Un número de padres y de alumnos, elegidos respectivamente por y entre ellos, 
que no podrá ser inferior a un tercio del total de los componentes del Consejo.

f )	 Un representante del personal de administración y servicios del centro.
g)	 El secretario del centro, que actuará como secretario del Consejo, con voz y sin 

voto.
2.	 Una vez constituido el Consejo Escolar del centro, éste designará una persona que 

impulse medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hom-
bres y mujeres.

3.	 Uno de los representantes de los padres en el Consejo Escolar será designado por 
la asociación de padres más representativa del centro, de acuerdo con el procedi-
miento que establezcan las Administraciones educativas.

4.	 Corresponde a las Administraciones educativas regular las condiciones por las que 
los centros que impartan las enseñanzas de formación profesional o artes plásticas 
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y diseño puedan incorporar a su Consejo Escolar un representante propuesto por 
las organizaciones empresariales o instituciones laborales presentes en el ámbito de 
acción del centro.

5.	 El alumnado podrá ser elegido miembro del Consejo Escolar a partir del primer 
curso de educación secundaria obligatoria. No obstante, los alumnos y las alum-
nas de los dos primeros cursos de educación secundaria obligatoria no podrán 
participar en la selección o el cese de quien ejerza la dirección. El alumnado de 
educación primaria participará en el Consejo Escolar del centro en los términos 
que establezcan las Administraciones educativas.

6.	 Corresponde a las Administraciones educativas determinar el número total de 
miembros del Consejo Escolar y regular el proceso de elección.

7.	 En los centros específicos de educación infantil, en los incompletos de educación 
primaria, en los de educación secundaria con menos de ocho unidades, en centros 
de educación permanente de personas adultas y de educación especial, en los que 
se impartan enseñanzas artísticas profesionales, de idiomas o deportivas, así como 
en aquellas unidades o centros de características singulares, la Administración edu-
cativa competente adaptará lo dispuesto en este artículo a la singularidad de los 
mismos.

8.	 En los centros específicos de educación especial y en aquellos que tengan unidades 
de educación especial formará parte también del Consejo Escolar un representante 
del personal de atención educativa complementaria.

9.	 Sin perjuicio de las competencias del Claustro de profesorado en relación con la 
planificación y organización docente, las decisiones que adopte el Consejo Esco-
lar deberán aprobarse preferiblemente por consenso. Para los casos en los que no 
resulte posible alcanzar dicho consenso, las Administraciones educativas regularán 
las mayorías necesarias para la adopción de decisiones por el Consejo Escolar, a 
la vez que determinarán la necesidad de aprobación por mayoría cualificada de 
aquellas decisiones con especial incidencia en la comunidad educativa.

Artículo 127. Competencias del Consejo Escolar.

El Consejo Escolar del centro tendrá las siguientes competencias:

a)	 Aprobar y evaluar los proyectos y las normas a los que se refiere el capítulo II 
del título V de la presente Ley.
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b)	 Aprobar y evaluar la programación general anual del centro, sin perjuicio de 
las competencias del Claustro del profesorado, en relación con la planificación 
y organización docente.

c)	 Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de dirección presenta-
dos por los candidatos.

d)	 Participar en la selección del director o directora del centro, en los términos 
que la presente Ley establece. Ser informado del nombramiento y cese de 
los demás miembros del equipo directivo. En su caso, previo acuerdo de sus 
miembros, adoptado por mayoría de dos tercios, proponer la revocación del 
nombramiento del director o directora.

e)	 Decidir sobre la admisión de alumnos y alumnas, con sujeción a lo establecido 
en esta Ley y disposiciones que la desarrollen.

f )	 Impulsar la adopción y seguimiento de medidas educativas que fomenten el 
reconocimiento y protección de los derechos de la infancia.

g)	 Proponer medidas e iniciativas que favorezcan los estilos de vida saludable, 
la convivencia en el centro, la igualdad efectiva de mujeres y hombres, la no 
discriminación, la prevención del acoso escolar y de la violencia de género y 
la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.

h)	 Conocer las conductas contrarias a la convivencia y la aplicación de las me-
didas educativas, de mediación y correctoras velando por que se ajusten a la 
normativa vigente. Cuando las medidas correctoras adoptadas por el director o 
directora correspondan a conductas del alumnado que perjudiquen gravemen-
te la convivencia del centro, el Consejo Escolar, a instancia de padres, madres o 
tutores legales o, en su caso, del alumnado, podrá revisar la decisión adoptada 
y proponer, en su caso, las medidas oportunas.

i)	 Promover progresivamente la conservación y renovación de las instalaciones 
y equipo escolar para la mejora de la calidad y la sostenibilidad y aprobar la 
obtención de recursos complementarios de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 122.3.

j)	 Fijar las directrices para la colaboración, con fines educativos y culturales, con 
las Administraciones locales, con otros centros, entidades y organismos.

k)	 Analizar y valorar el funcionamiento general del centro, la evolución del ren-
dimiento escolar y los resultados de las evaluaciones internas y externas en las 
que participe el centro.

l)	 Elaborar propuestas e informes, a iniciativa propia o a petición de la Admi-
nistración competente, sobre el funcionamiento del centro y la mejora de la 
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calidad de la gestión, así como sobre aquellos otros aspectos relacionados con 
la calidad de la misma.

m)	Aprobar el proyecto de presupuesto del centro.
n)	 Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración educativa.

Sección segunda. Claustro de profesores

Artículo 128. Composición.

1.	 El Claustro de profesores es el órgano propio de participación de los profesores en 
el gobierno del centro y tiene la responsabilidad de planificar, coordinar, informar 
y, en su caso, decidir sobre todos los aspectos educativos del centro.

2.	 El Claustro será presidido por el director y estará integrado por la totalidad de los 
profesores que presten servicio en el centro.

Artículo 129. Competencias.

El Claustro de profesores tendrá las siguientes competencias:

a)	 Formular al equipo directivo y al Consejo Escolar propuestas para la elabora-
ción de los proyectos del centro y de la programación general anual.

b)	 Aprobar y evaluar la concreción del currículo y todos los aspectos educativos 
de los proyectos y de la programación general anual.

c)	 Fijar los criterios referentes a la orientación, tutoría, evaluación y recuperación 
de los alumnos.

d)	 Promover iniciativas en el ámbito de la experimentación y de la investigación 
pedagógica y en la formación del profesorado del centro.

e)	 Elegir sus representantes en el Consejo Escolar del centro y participar en la 
selección del director en los términos establecidos por la presente Ley.

f )	 Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de dirección presenta-
dos por los candidatos.

g)	 Analizar y valorar el funcionamiento general del centro, la evolución del ren-
dimiento escolar y los resultados de las evaluaciones internas y externas en las 
que participe el centro.

h)	 Informar las normas de organización y funcionamiento del centro.
i)	 Conocer la resolución de conflictos disciplinarios y la imposición de sanciones 

y velar por que éstas se atengan a la normativa vigente.
j)	 Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro.
k)	 Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración educativa o 

por las respectivas normas de organización y funcionamiento.



152

ANPE Sindicato Independiente

Sección tercera. Otros órganos de coordinación docente

Artículo 130. Órganos de coordinación docente.

1.	 Corresponde a las Administraciones educativas regular el funcionamiento de los 
órganos de coordinación docente y de orientación y potenciar los equipos de 
profesores que impartan clase en el mismo curso, así como la colaboración y 
el trabajo en equipo de los profesores que impartan clase a un mismo grupo de 
alumnos.

2.	 En los institutos de educación secundaria existirán, entre los órganos de coordi-
nación docente, departamentos de coordinación didáctica que se encargarán de la 
organización y desarrollo de las enseñanzas propias de las materias o módulos que 
se les encomienden.

CAPÍTULO IV.
Dirección de los centros públicos

Artículo 131. El equipo directivo.

1.	 La dirección de los centros educativos ha de conjugar la responsabilidad institu-
cional de la gestión del centro como organización, la gestión administrativa, la 
gestión de recursos y el liderazgo y dinamización pedagógica, desde un enfoque 
colaborativo, buscando el equilibrio entre tareas administrativas y pedagógicas.

2.	 El equipo directivo, órgano ejecutivo de gobierno de los centros públicos, estará 
integrado por el director o directora, el o la jefe de estudios, el secretario o secre-
taria y cuantos cargos determinen las Administraciones educativas.

3.	 El equipo directivo trabajará de forma coordinada en el desempeño de sus funcio-
nes, conforme a las instrucciones del director o directora y las funciones específi-
cas legalmente establecidas.

4.	 El director o directora, previa comunicación al Claustro de profesores y al Con-
sejo Escolar, formulará propuesta de nombramiento y cese a la Administración 
educativa de los cargos de jefe de estudios y secretario o secretaria de entre el pro-
fesorado con destino en dicho centro.

5.	 Todos los miembros del equipo directivo cesarán en sus funciones al término de 
su mandato o cuando se produzca el cese del director o directora.
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6.	 Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio de la función directiva 
en los centros docentes, mediante la adopción de medidas que permitan mejorar 
la actuación de los equipos directivos en relación con el personal y los recursos 
materiales y mediante la organización de programas y cursos de formación.

Artículo 132. Competencias del director o directora.

Son competencias del director o directora:

a)	 Ostentar la representación del centro, representar a la Administración edu-
cativa en el mismo y hacerle llegar a esta los planteamientos, aspiraciones y 
necesidades de la comunidad educativa.

b)	 Dirigir y coordinar todas las actividades del centro, sin perjuicio de las compe-
tencias atribuidas al Claustro del profesorado y al Consejo Escolar.

c)	 Ejercer la dirección pedagógica, promover la innovación educativa e impulsar 
planes para la consecución de los fines del proyecto educativo del centro.

d)	 Garantizar el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones vigentes.
e)	 Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al centro.
f )	 Favorecer la convivencia en el centro, garantizar la mediación en la resolución 

de los conflictos e imponer las medidas correctoras que correspondan a los 
alumnos y alumnas, en cumplimiento de la normativa vigente, sin perjuicio de 
las competencias atribuidas al Consejo Escolar en el artículo 127 de esta Ley. A 
tal fin, se promoverá la agilización de los procedimientos para la resolución de 
los conflictos en los centros.

g)	 Impulsar la colaboración con las familias, con instituciones y con organismos 
que faciliten la relación del centro con el entorno, y fomentar un clima escolar 
que favorezca el estudio y el desarrollo de cuantas actuaciones propicien una 
formación integral en conocimientos y valores de los alumnos y alumnas.

h)	 Impulsar las evaluaciones internas del centro y colaborar en las evaluaciones 
externas y en la evaluación del profesorado.

i)	 Convocar y presidir los actos académicos y las sesiones del Consejo Escolar y 
del Claustro del profesorado del centro y ejecutar los acuerdos adoptados, en el 
ámbito de sus competencias.

j)	 Realizar las contrataciones de obras, servicios y suministros, así como autorizar 
los gastos de acuerdo con el presupuesto del centro, ordenar los pagos y visar 
las certificaciones y documentos oficiales del centro, todo ello de acuerdo con 
lo que establezcan las Administraciones educativas.
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k)	 Proponer a la Administración educativa el nombramiento y cese de los miem-
bros del equipo directivo, previa información al Claustro del profesorado y al 
Consejo Escolar del centro.

l)	 Promover experimentaciones, innovaciones pedagógicas, programas educati-
vos, planes de trabajo, formas de organización, normas de convivencia, am-
pliación del calendario escolar o del horario lectivo de áreas o materias, de 
acuerdo con lo recogido en el artículo 120.4.

m)	Fomentar la cualificación y formación del equipo docente, así como la investi-
gación, la experimentación y la innovación educativa en el centro.

n)	 Diseñar la planificación y organización docente del centro, recogida en la pro-
gramación general anual.

ñ)	 Cualesquiera otras que le sean encomendadas por la Administración educativa.

Artículo 133. Selección del director.

1.	 La selección del director se realizará mediante un proceso en el que participen la 
comunidad educativa y la Administración educativa.

2.	 La selección y nombramiento de directores de los centros públicos se efectuará 
mediante concurso de méritos entre profesores y profesoras funcionarios de carre-
ra que impartan alguna de las enseñanzas encomendadas al centro.

3.	 La selección se realizará de conformidad con los principios de igualdad, publici-
dad, mérito y capacidad.

Artículo 134. Requisitos para ser candidato a director.

1.	 Serán requisitos para poder participar en el concurso de méritos los siguientes:

a)	 Tener una antigüedad de al menos cinco años como funcionario de carrera en 
la función pública docente.

b)	 Haber ejercido funciones docentes como funcionario de carrera, durante un 
período de al menos cinco años, en alguna de las enseñanzas de las que ofrece 
el centro al que se opta.

c)	 Las Administraciones Educativas podrán considerar como requisito la forma-
ción a la que se refiere el apartado 6 del artículo 135.

d)	 Presentar un proyecto de dirección que incluya, entre otros, los objetivos, las 
líneas de actuación y la evaluación del mismo.
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2.	 En los centros específicos de educación infantil, en los incompletos de educación 
primaria, en los de educación secundaria con menos de ocho unidades, en los que 
impartan enseñanzas artísticas profesionales, deportivas, de idiomas o las dirigidas 
a personas adultas con menos de ocho profesores, las Administraciones educativas 
podrán eximir a los candidatos de cumplir alguno de los requisitos establecidos en 
el apartado 1 de este artículo.

Artículo 135. Procedimiento de selección.

1.	 Para la selección de los directores o directoras en los centros públicos, a excep-
ción de los Centros Integrados de Formación Profesional, las Administraciones 
educativas convocarán concurso de méritos y establecerán los criterios objetivos y 
el procedimiento de valoración del proyecto presentado y de los méritos del can-
didato, entre los que incluirán la superación de un programa de formación sobre 
el desarrollo de la función directiva, impartido por el Ministerio de Educación y 
Formación Profesional o por las Administraciones educativas de las Comunidades 
Autónomas, con validez en todo el territorio nacional.

2.	 La selección será realizada en el centro por una comisión constituida, por repre-
sentantes de la Administración educativa y del centro correspondiente.

3.	 Corresponde a las Administraciones educativas determinar el número total de vocales 
de las comisiones. Al menos un tercio de los miembros de la comisión será profeso-
rado elegido por el claustro y otro tercio será elegido por y entre los miembros del 
consejo escolar que no son docentes. Además, entre los miembros de la comisión 
deberá haber, al menos, un director o directora en activo en centros que impartan las 
mismas enseñanzas que aquel en que se desarrolla el procedimiento de selección, con 
uno o más periodos de ejercicio con evaluación positiva del trabajo desarrollado.

4.	 La selección del director o directora, que tendrá en cuenta la valoración objetiva 
de los méritos académicos y profesionales acreditados por los aspirantes y la va-
loración del proyecto de dirección orientado a lograr el éxito escolar de todo el 
alumnado, que deberá incluir, entre otros, contenidos en materia de igualdad en-
tre mujeres y hombres, no discriminación y prevención de la violencia de género, 
será decidida democráticamente por los miembros de la comisión, de acuerdo con 
los criterios establecidos por las Administraciones educativas.

5.	 La selección se realizará valorando especialmente las candidaturas del profesorado 
del centro.
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6.	 Quienes hayan superado el procedimiento de selección deberán superar un pro-
grama de formación sobre competencias para el desempeño de la función direc-
tiva, de manera previa a su nombramiento. Las características de esta formación 
serán establecidas por el Gobierno, en colaboración con las Administraciones 
educativas, y tendrá validez en todo el Estado. Asimismo, se establecerán las ex-
cepciones que corresponda a los aspirantes que hayan realizado cursos de forma-
ción de estas características antes de la presentación de su candidatura o acredi-
ten experiencia en el ejercicio de la función directiva con evaluación positiva de 
su trabajo.

Las Administraciones educativas también podrán establecer las condiciones en 
que los directores y directoras deban realizar módulos de actualización en el des-
empeño de la función directiva.

Artículo 136. Nombramiento.

1.	 La Administración educativa nombrará director o directora del centro que corres-
ponda, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11.5 de la Ley 5/2002, de 19 
de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, por un periodo de 
cuatro años, a quien haya superado el programa de formación al que se refiere el 
apartado sexto del artículo 135 de esta Ley.

2.	 El nombramiento de los directores o directoras podrá renovarse, por periodos de 
igual duración, previa evaluación positiva del trabajo desarrollado al final de los 
mismos, oído el Consejo Escolar. Los criterios y procedimientos de esta evalua-
ción serán públicos. Las Administraciones educativas podrán fijar un límite máxi-
mo para la renovación de los mandatos.

Artículo 137. Nombramiento con carácter extraordinario.

En ausencia de candidaturas, en el caso de centros de nueva creación o cuando la co-
misión correspondiente no haya seleccionado a ningún aspirante, sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 11.5 de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las 
Cualificaciones y de la Formación Profesional y la normativa que la desarrolla, la 
Administración educativa, oído el Consejo Escolar, nombrará director o directora 
por un período máximo de cuatro años a un funcionario o funcionaria docente, 
que deberá superar el programa de formación sobre el desarrollo de la función 
directiva previsto en el artículo 135.1.
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Artículo 138. Cese del director.

El cese del director se producirá en los siguientes supuestos:
a)	 Finalización del periodo para el que fue nombrado y, en su caso, de la prórroga 

del mismo.
b)	 Renuncia motivada aceptada por la Administración educativa.
c)	 Incapacidad física o psíquica sobrevenida.
d)	 Revocación motivada, por la Administración educativa competente, a inicia-

tiva propia o a propuesta motivada del Consejo Escolar, por incumplimiento 
grave de las funciones inherentes al cargo de director. En todo caso, la resolu-
ción de revocación se emitirá tras la instrucción de un expediente contradicto-
rio, previa audiencia al interesado y oído el Consejo Escolar.

Artículo 139. Reconocimiento de la función directiva.

1.	 El ejercicio de cargos directivos, y en especial del cargo de director, será retribuido 
de forma diferenciada, en consideración a la responsabilidad y dedicación exigi-
das, de acuerdo con las cuantías que para los complementos establecidos al efecto 
fijen las Administraciones educativas.

2.	 Asimismo, el ejercicio de cargos directivos, y, en todo caso, del cargo de director 
será especialmente valorado a los efectos de la provisión de puestos de trabajo en 
la función pública docente.

3.	 Los directores serán evaluados al final de su mandato. Los que obtuvieren evalua-
ción positiva, obtendrán un reconocimiento personal y profesional en los térmi-
nos que establezcan las Administraciones educativas.

4.	 Los directores de los centros públicos que hayan ejercido su cargo con valoración 
positiva durante el periodo de tiempo que cada Administración educativa deter-
mine, mantendrán, mientras permanezcan en situación de activo, la percepción 
de una parte del complemento retributivo correspondiente en la proporción, con-
diciones y requisitos que determinen las Administraciones educativas.
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TÍTULO VI. 
Evaluación del sistema educativo

Artículo 140. Finalidad de la evaluación.

1.	 La evaluación del sistema educativo tendrá como finalidad:
a)	 Contribuir a mejorar la calidad y la equidad de la educación.
b)	 Orientar las políticas educativas.
c)	 Aumentar la transparencia y eficacia del sistema educativo.
d)	 Ofrecer información sobre el grado de cumplimiento de los objetivos de mejo-

ra establecidos por las Administraciones educativas.
e)	 Proporcionar información sobre el grado de consecución de los objetivos edu-

cativos españoles y europeos, así como del cumplimiento de los compromisos 
educativos contraídos en relación con la demanda de la sociedad española y las 
metas fijadas en el contexto de la Unión Europea.

2.	 La finalidad establecida en el apartado anterior no podrá amparar que los resul-
tados de las evaluaciones del sistema educativo, independientemente del ámbito 
territorial estatal o autonómico en el que se apliquen, puedan ser utilizados para 
valoraciones individuales del alumnado o para establecer clasificaciones de los 
centros.

Artículo 141. Ámbito de la evaluación.

La evaluación se extenderá a todos los ámbitos educativos regulados en esta Ley y se 
aplicará sobre los procesos de enseñanza y aprendizaje y sus resultados, sobre el con-
texto educativo, con especial referencia a la escolarización y admisión del alumnado, 
a los recursos educativos, a la actividad del profesorado, a la función directiva, al 
funcionamiento de los centros educativos, a la inspección y a las propias Administra-
ciones educativas.

Artículo 142. Organismos responsables de la evaluación.

1.	 Realizarán la evaluación del sistema educativo el Instituto Nacional de Evaluación 
Educativa y los organismos correspondientes de las Administraciones educativas 
que éstas determinen, que evaluarán el sistema educativo en el ámbito de sus com-
petencias.
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2.	 El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, determinará la es-
tructura y funciones del Instituto Nacional de Evaluación Educativa, en el que se 
garantizará la participación de las Administraciones educativas.

3.	 Los equipos directivos y el profesorado de los centros docentes colaborarán con las 
Administraciones educativas en las evaluaciones que se realicen en sus centros.

Artículo 143. Evaluación general del sistema educativo.

1.	 El Instituto Nacional de Evaluación Educativa, en colaboración con las Adminis-
traciones educativas, en el marco de la evaluación general del sistema educativo, 
realizará las evaluaciones que permitan obtener datos representativos, tanto del 
alumnado y de los centros de las Comunidades Autónomas como del conjunto 
del Estado. Estas evaluaciones versarán sobre las competencias establecidas en el 
currículo y se desarrollarán en la enseñanza primaria y secundaria. La Conferencia 
Sectorial de Educación velará para que estas evaluaciones se realicen con criterios 
de homogeneidad.

A estos efectos, el Instituto Nacional de Evaluación Educativa establecerá, en co-
laboración con los departamentos y órganos de evaluación educativa de las Co-
munidades Autónomas, los estándares básicos metodológicos y científicos que 
garanticen la calidad, validez y fiabilidad de las evaluaciones.

Los departamentos y órganos de evaluación educativa de las Comunidades Autó-
nomas llevarán a cabo en sus respectivos ámbitos de competencia la aplicación de 
las evaluaciones acordadas, en colaboración con el Instituto Nacional de Evalua-
ción Educativa.

2.	 A tal fin, en el último curso de educación primaria y de educación secundaria 
obligatoria, el Instituto Nacional de Evaluación Educativa, y los organismos co-
rrespondientes de las Administraciones educativas, y de acuerdo con lo estable-
cido en el apartado anterior, llevarán a cabo, con carácter muestral y plurianual, 
una evaluación de las competencias adquiridas por los alumnos o alumnas. Esta 
evaluación tendrá carácter informativo, formativo y orientador para los centros e 
informativo para las familias y para el conjunto de la comunidad educativa.

3.	 El Instituto Nacional de Evaluación Educativa, en colaboración con las Admi-
nistraciones educativas, coordinará la participación española en las evaluaciones 
internacionales.
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4.	 El Instituto Nacional de Evaluación Educativa, en colaboración con las Adminis-
traciones educativas, elaborará el Sistema Estatal de Indicadores básicos de la Edu-
cación, que contribuirá al conocimiento del sistema educativo y a orientar la toma 
de decisiones de las instituciones educativas y de todos los sectores implicados en 
la educación. Dichos indicadores de evaluación, desagregados por sexo, incluirán 
información que permitirá valorar el grado de equidad alcanzado por el sistema 
educativo y de su evolución a lo largo de los cursos. Los datos necesarios para su 
elaboración deberán ser facilitados al Ministerio de Educación y Formación Pro-
fesional por las Administraciones educativas de las Comunidades Autónomas.

Del mismo modo, el Ministerio de Educación y Formación Profesional aportará 
a las Administraciones Educativas autonómicas la información correspondiente a 
su ámbito de competencia en materia de evaluación educativa, en particular aque-
lla derivada de las evaluaciones muestrales previstas en el apartado 1, incluidas las 
bases de datos. Asimismo, pondrá a disposición de las comunidades autónomas 
los métodos y procedimientos llevados a cabo para su análisis y para la presenta-
ción de resultados.

5.	 Con el fin de posibilitar el diagnóstico de debilidades y el diseño e implantación 
de medidas de mejora de la calidad del Sistema Educativo Español, el Ministerio 
de Educación y Formación Profesional, en colaboración con las Administraciones 
educativas, arbitrará los mecanismos para posibilitar la incorporación de informa-
ción adicional al tratamiento estadístico conjunto, que permita un mejor análisis 
de los factores que afectan a las trayectorias y al rendimiento educativo y la com-
paración basada en el valor añadido.

Artículo 144. Evaluaciones de diagnóstico.

1.	 El Instituto Nacional de Evaluación Educativa y los organismos correspondientes 
de las Administraciones educativas colaborarán en la realización de un marco co-
mún de evaluación que sirva como referencia de las evaluaciones de diagnóstico 
contempladas en los artículos 21 y 29 de esta Ley. Los centros docentes realizarán 
una evaluación a todos sus alumnos y alumnas en cuarto curso de educación pri-
maria y en segundo curso de educación secundaria obligatoria, según dispongan las 
Administraciones educativas. La finalidad de esta evaluación será diagnóstica y en 
ella se comprobará al menos el grado de dominio de la competencia en comunica-
ción lingüística y de la competencia matemática. Los centros educativos tendrán en 
cuenta los resultados de estas evaluaciones en el diseño de sus planes de mejora.
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2.	 En el marco de sus respectivas competencias, corresponde a las Administracio-
nes educativas desarrollar y controlar las evaluaciones de diagnóstico en las que 
participen los centros de ellas dependientes y proporcionar los modelos y apoyos 
pertinentes a fin de que todos los centros puedan realizar de modo adecuado estas 
evaluaciones, que tendrán carácter formativo e interno.

3.	 Corresponde a las Administraciones educativas regular la forma en que los resulta-
dos de estas evaluaciones de diagnóstico que realizan los centros, así como los pla-
nes de actuación que se deriven de las mismas, deban ser puestos en conocimiento 
de la comunidad educativa. En ningún caso, los resultados de estas evaluaciones 
podrán ser utilizados para el establecimiento de clasificaciones de los centros.

4.	 Estas evaluaciones, así como las reguladas en el artículo anterior, tendrán en cuen-
ta al alumnado con necesidades educativas especiales derivadas de discapacidad, 
incluyendo, en las condiciones de realización de dichas evaluaciones, las adapta-
ciones y recursos que hubiera tenido.

Artículo 145. Evaluación de los centros.

1.	 Podrán las Administraciones educativas, en el marco de sus competencias, elaborar 
y realizar planes de evaluación de los centros educativos, que tendrán en cuenta las 
situaciones socioeconómicas y culturales de las familias y alumnos que acogen, el 
entorno del propio centro y los recursos de que dispone.

2.	 Asimismo, las Administraciones educativas apoyarán y facilitarán la autoevalua-
ción de los centros educativos.

Artículo 146. Evaluación de la función directiva.

1.	 Con el fin de mejorar el funcionamiento de los centros educativos, las Administra-
ciones educativas, en el ámbito de sus competencias, podrán elaborar planes para 
la valoración de la función directiva.

2.	 La evaluación de la función directiva de centros, servicios y programas será realiza-
da por el cuerpo de inspectores de educación y formará parte de sus competencias.

Artículo 147. Difusión del resultado de las evaluaciones.

1.	 El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, presentará anual-
mente al Congreso de los Diputados un informe sobre los principales indicadores 
del sistema educativo español, los resultados de las evaluaciones de diagnóstico 
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españolas o internacionales y las recomendaciones planteadas a partir de ellas, así 
como sobre los aspectos más destacados del informe que sobre el sistema educativo 
elabora el Consejo Escolar del Estado.

2.	 El Ministerio de Educación y Formación Profesional publicará periódicamente 
las conclusiones de interés general de las evaluaciones efectuadas por el Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa en colaboración con las Administraciones edu-
cativas, y dará a conocer la información que ofrezca periódicamente el Sistema 
Estatal de Indicadores



163

Texto refundido de la Ley Orgánica de Educación

TÍTULO VII. 
Inspección del sistema educativo

Artículo 148. Inspección del sistema educativo.

1.	 Es competencia y responsabilidad de los poderes públicos la inspección, supervi-
sión y evaluación del sistema educativo.

2.	 Corresponde a las Administraciones públicas competentes ordenar, regular y ejer-
cer la inspección educativa dentro del respectivo ámbito territorial.

3.	 La inspección educativa se realizará sobre todos los elementos y aspectos del sis-
tema educativo, a fin de asegurar el cumplimiento de las leyes, la garantía de los 
derechos y la observancia de los deberes de cuantos participan en los procesos de 
enseñanza y aprendizaje, la mejora del sistema educativo y la calidad y equidad de 
la enseñanza.

CAPÍTULO I.
Alta Inspección

Artículo 149. Ámbito.

Corresponde al Estado la Alta Inspección educativa, para garantizar el cumplimiento 
de las facultades que le están atribuidas en materia de enseñanza en las Comunidades 
Autónomas, la observancia de los principios y normas constitucionales aplicables y 
demás normas básicas que desarrollan el artículo 27 de la Constitución.

Artículo 150. Competencias.

1.	 En el ejercicio de las funciones que están atribuidas al Estado, corresponde a la 
Alta Inspección:
a)	 Comprobar el cumplimiento de los requisitos establecidos por el Estado en 

la ordenación general del sistema educativo en cuanto a modalidades, etapas, 
ciclos y especialidades de enseñanza, así como en cuanto al número de cursos 
que en cada caso corresponda.

b)	 Comprobar la inclusión de los aspectos básicos del currículo dentro de los 
currículos respectivos y que éstos se cursan de acuerdo con el ordenamiento 
estatal correspondiente.
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c)	 Comprobar el cumplimiento de las condiciones para la obtención de los títulos 
correspondientes y de los efectos académicos o profesionales de los mismos.

d)	 Velar por el cumplimiento de las condiciones básicas que garanticen la igual-
dad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y deberes en materia 
de educación, así como de sus derechos lingüísticos, de acuerdo con las dispo-
siciones aplicables.

e)	 Verificar la adecuación de la concesión de las subvenciones y becas financiadas 
con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, a los criterios generales que 
establezcan las disposiciones del Estado.

2.	 En el ejercicio de las funciones de alta inspección, los funcionarios del Estado 
gozarán de la consideración de autoridad pública a todos los efectos, pudiendo 
recabar en sus actuaciones la colaboración necesaria de las autoridades del Estado 
y de las Comunidades Autónomas para el cumplimiento de las funciones que les 
están encomendadas.

3.	 El Gobierno regulará la organización y régimen de personal de la Alta Inspección, 
así como su dependencia. Asimismo, el Gobierno, consultadas las Comunidades 
Autónomas, regulará los procedimientos de actuación de la Alta Inspección.

CAPÍTULO II.
Inspección educativa

Artículo 151. Funciones de la inspección educativa.

Las funciones de la inspección educativa son las siguientes:

a)	 Supervisar, evaluar y controlar, desde el punto de vista pedagógico y organizativo, 
el funcionamiento de los centros educativos, así como los proyectos y programas 
que desarrollen, con respeto al marco de autonomía que esta Ley ampara.

b)	 Supervisar la práctica docente, la función directiva y colaborar en su mejora continua.
c)	 Participar en la evaluación del sistema educativo y de los elementos que lo integran.
d)	 Velar por el cumplimiento, en los centros educativos, de las leyes, reglamentos y 

demás disposiciones vigentes que afecten al sistema educativo.
e)	 Velar por el cumplimiento y aplicación de los principios y valores recogidos en esta 

Ley, incluidos los destinados a fomentar la igualdad real entre hombres y mujeres.
f )	 Asesorar, orientar e informar a los distintos sectores de la comunidad educativa en 

el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus obligaciones.
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g)	 Emitir los informes solicitados por las Administraciones educativas respectivas o 
que se deriven del conocimiento de la realidad propio de la inspección educativa, 
a través de los cauces reglamentarios.

h)	 Orientar a los equipos directivos en la adopción y seguimiento de medidas que 
favorezcan la convivencia, la participación de la comunidad educativa y la reso-
lución de conflictos, impulsando y participando, cuando fuese necesario, en los 
procesos de mediación.

Artículo 152. Inspectores de Educación.

La inspección educativa será ejercida por las Administraciones educativas a través de 
funcionarios públicos del Cuerpo de Inspectores de Educación, así como los pertene-
cientes al extinguido Cuerpo de Inspectores al servicio de la Administración educativa 
creado por la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función 
Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de julio, que no hubieran optado en 
su momento por su incorporación al de Inspectores de Educación.

Artículo 153. Atribuciones de los inspectores.

Para cumplir las funciones de la inspección educativa los inspectores tendrán las si-
guientes atribuciones:

a)	 Conocer, supervisar y observar todas las actividades que se realicen en los centros, 
tanto públicos como privados, a los cuales tendrán libre acceso.

b)	 Examinar y comprobar la documentación académica, pedagógica y administrativa 
de los centros.

c)	 Recibir de los restantes funcionarios y responsables de los centros y servicios educati-
vos, públicos y privados, la necesaria colaboración para el desarrollo de sus activida-
des, para cuyo ejercicio los inspectores tendrán la consideración de autoridad pública.

d)	 Participar en las reuniones de los órganos colegiados o de coordinación docente 
de los centros, respetando el ejercicio de la autonomía que la Ley les reconoce, así 
como formar parte de comisiones, juntas y tribunales, cuando así se determine.

e)	 Elevar informes y hacer requerimientos cuando se detecten incumplimientos en la 
aplicación de la normativa, y levantar actas, ya sea por iniciativa propia o a instan-
cias de la autoridad administrativa correspondiente.

f )	 Cualesquiera otras que le sean atribuidas por las Administraciones educativas, den-
tro del ámbito de sus competencias.
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Artículo 153 bis. Principios de actuación de la inspección educativa.

a)	 Respeto a los derechos fundamentales y las libertades públicas, defensa del in-
terés común y los valores democráticos y evitación de cualquier conducta que 
pueda generar discriminación por razón de origen, género, orientación sexual, 
religión opinión o cualquier otra circunstancia personal o social.

b)	 Profesionalidad e independencia de criterio técnico.
c)	 Imparcialidad y eficiencia en la consecución de los objetivos fijados.
d)	 Transparencia en cuanto a los fines de sus actuaciones, los instrumentos y las 

técnicas utilizados.

Artículo 154. Organización de la inspección educativa.

1.	 Las Administraciones educativas regularán la estructura y el funcionamiento de 
los órganos que establezcan para el desempeño de la inspección educativa en sus 
respectivos ámbitos territoriales.

2.	 La estructura a la que se refiere el apartado anterior podrá organizarse sobre la 
base de los perfiles profesionales de los inspectores, entendidos en función de los 
criterios siguientes: titulaciones universitarias, cursos de formación en el ejercicio 
de la inspección, experiencia profesional en la docencia y experiencia en la propia 
inspección educativa.

3.	 En los procedimientos para la provisión de puestos de trabajo en la inspección 
educativa podrán tenerse en consideración las necesidades de las respectivas Ad-
ministraciones educativas y podrá ser valorada como mérito la especialización de 
los aspirantes de acuerdo con las condiciones descritas en el apartado anterior.
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TÍTULO VIII. 
Recursos económicos

Artículo 155. Recursos para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley.

1.	 Los poderes públicos dotarán al conjunto del sistema educativo de los recursos 
económicos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley, 
con el fin de garantizar la consecución de los objetivos en ella previstos.

2.	 El Estado y las Comunidades Autónomas acordarán un plan de incremento del 
gasto público en educación para los próximos diez años, que permita el cumpli-
miento de los objetivos establecidos en la presente Ley y la equiparación progresi-
va a la media de los países de la Unión Europea.

Artículo 156. Informe anual sobre el gasto público en la educación.

El Gobierno, en el informe anual al que hace referencia el artículo 147 de esta Ley, 
incluirá los datos relativos al gasto público en educación.

Artículo 157. Recursos para la mejora de los aprendizajes y apoyo al profesorado.

1.	 Corresponde a las Administraciones educativas proveer los recursos necesarios 
para garantizar, en el proceso de aplicación de la presente Ley:

a)	 Un número máximo de alumnos por aula que en la enseñanza obligatoria será de 
25 para la educación primaria y de 30 para la educación secundaria obligatoria.

b)	 La puesta en marcha de un plan de fomento de la lectura.
c)	 El establecimiento de programas de refuerzo y apoyo educativo y de mejora de 

los aprendizajes.
d)	 El establecimiento de programas de refuerzo del aprendizaje de las lenguas 

extranjeras.
e)	 La atención a la diversidad de los alumnos y en especial la atención a aquellos 

que presentan necesidad específica de apoyo educativo.
f )	 El establecimiento de programas de refuerzo del aprendizaje de las tecnologías 

de la información y la comunicación.
g)	 Medidas de apoyo al profesorado.
h)	 La existencia de servicios o profesionales especializados en la orientación edu-

cativa, psicopedagógica y profesional.
2.	 En la Comunidad Autónoma del País Vasco y en la Comunidad Foral de Navarra 

la financiación de los recursos a los que hace referencia este título se regirán por el 
sistema del Concierto Económico y del Convenio respectivamente.
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DISPOSICIONES DE LA LOE

DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición adicional primera. Calendario de aplicación de la Ley.

El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, aprobará el calendario 
de aplicación de esta Ley, que tendrá un ámbito temporal de cinco años, a partir de la 
entrada en vigor de la misma. En dicho calendario se establecerá la implantación de 
los currículos de las enseñanzas correspondientes.

Disposición adicional segunda. Enseñanza de la Religión.

1.	 La enseñanza de la religión católica se ajustará a lo establecido en el Acuerdo sobre 
Enseñanza y Asuntos Culturales suscrito entre la Santa Sede y el Estado español.

A tal fin, y de conformidad con lo que disponga dicho Acuerdo, se incluirá la 
religión católica como área o materia en los niveles educativos que corresponda, 
que será de oferta obligatoria para los centros y de carácter voluntario para los 
alumnos y alumnas.

2.	 La enseñanza de otras religiones se ajustará a lo dispuesto en los Acuerdos de 
Cooperación celebrados por el Estado español con la Federación de Entidades 
Religiosas Evangélicas de España, la Federación de Comunidades Israelitas de Es-
paña, la Comisión Islámica de España y, en su caso, a los que en el futuro puedan 
suscribirse con otras confesiones religiosas.

3.	 En el marco de la regulación de las enseñanzas de Educación Primaria y Educa-
ción Secundaria Obligatoria, se podrá establecer la enseñanza no confesional de 
cultura de las religiones.

Disposición adicional tercera. Profesorado de religión.

1.	 Los profesores que impartan la enseñanza confesional de las religiones deberán 
cumplir los requisitos de titulación establecidos para las distintas enseñanzas regu-
ladas en la presente Ley, así como los establecidos en los acuerdos suscritos entre el 
Estado Español y las diferentes confesiones religiosas.

2.	 Los profesores que, no perteneciendo a los cuerpos de funcionarios docentes, im-
partan la enseñanza confesional de las religiones en los centros públicos lo harán 
en régimen de contratación laboral, de conformidad con el Estatuto de los Tra-
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bajadores, con las respectivas Administraciones competentes. La regulación de su 
régimen laboral se hará con la participación de los representantes del profesorado. 
Se accederá al destino mediante criterios objetivos de igualdad, mérito y capaci-
dad. Estos profesores percibirán las retribuciones que correspondan en el respecti-
vo nivel educativo a los profesores interinos.

En todo caso, la propuesta para la docencia corresponderá a las entidades religiosas 
y se renovará automáticamente cada año. La determinación del contrato, a tiempo 
completo o a tiempo parcial según lo que requieran las necesidades de los centros, 
corresponderá a las Administraciones competentes. La remoción, en su caso, se 
ajustará a derecho.

Disposición adicional cuarta. Libros de texto y demás materiales curriculares.

1.	 En el ejercicio de la autonomía pedagógica, corresponde a los órganos de coor-
dinación didáctica de los centros públicos adoptar los libros de texto y demás 
materiales que hayan de utilizarse en el desarrollo de las diversas enseñanzas.

2.	 La edición y adopción de los libros de texto y demás materiales no requerirán la 
previa autorización de la Administración educativa. En todo caso, éstos deberán 
adaptarse al rigor científico adecuado a las edades de los alumnos y al currículo 
aprobado por cada Administración educativa. Asimismo, deberán reflejar y fo-
mentar el respeto a los principios, valores, libertades, derechos y deberes constitu-
cionales, así como a los principios y valores recogidos en la presente Ley y en la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, a los que ha de ajustarse toda la actividad educativa.

3.	 La supervisión de los libros de texto y otros materiales curriculares es competencia 
de las administraciones educativas y constituirá parte del proceso ordinario de 
inspección que ejerce la Administración educativa sobre la totalidad de elementos 
que integran el proceso de enseñanza y aprendizaje, que debe velar por el respeto 
a los principios y valores contenidos en la Constitución y a lo dispuesto en la pre-
sente ley.

Disposición adicional quinta. Calendario escolar.

El calendario escolar, que fijarán anualmente las Administraciones educativas, com-
prenderá un mínimo de 175 días lectivos para las enseñanzas obligatorias.
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Disposición adicional sexta. Bases del régimen estatutario 
de la función pública docente.

1.	 Son bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos docentes, además 
de las recogidas, con tal carácter, en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, de 28 de 
julio, las reguladas por esta Ley y la normativa que la desarrolle, para el ingreso, la 
movilidad entre los cuerpos docentes, la reordenación de los cuerpos y escalas, y la 
provisión de plazas mediante concursos de traslados de ámbito estatal. El Gobierno 
desarrollará reglamentariamente dichas bases en aquellos aspectos básicos que sean 
necesarios para garantizar el marco común básico de la función pública docente.

2.	 Las Comunidades Autónomas ordenarán su función pública docente en el marco 
de sus competencias, respetando, en todo caso, las normas básicas a que se hace 
referencia en el apartado anterior.

3.	 Periódicamente, las Administraciones educativas convocarán concursos de traslado 
de ámbito estatal, a efectos de proceder a la provisión de las plazas vacantes que de-
terminen en los centros docentes de enseñanza dependientes de aquéllas, así como 
para garantizar la posible concurrencia de los funcionarios de su ámbito de gestión 
a plazas de otras Administraciones educativas y, en su caso, si procede, la adjudi-
cación de aquellas que resulten del propio concurso. En estos concursos podrán 
participar todos los funcionarios públicos docentes, cualquiera que sea la Adminis-
tración educativa de la que dependan o por la que hayan ingresado, siempre que 
reúnan los requisitos generales y los específicos que, de acuerdo con las respectivas 
plantillas o relaciones de puestos de trabajo, establezcan dichas convocatorias.
Estas convocatorias se harán públicas a través del Boletín Oficial del Estado y de 
los Diarios Oficiales de las Comunidades Autónomas convocantes. Incluirán un 
único baremo de méritos, entre los que se tendrán en cuenta los cursos de forma-
ción y perfeccionamiento superados, los méritos académicos y profesionales, la 
antigüedad, la pertenencia a alguno de los cuerpos de catedráticos y la evaluación 
voluntaria de la función docente.
A los efectos de los concursos de traslados de ámbito estatal y del reconocimiento 
de la movilidad entre los cuerpos docentes, las actividades de formación organi-
zadas por cualesquiera de las Administraciones educativas surtirán sus efectos en 
todo el territorio nacional.

4.	 Durante los cursos escolares en los que no se celebren los concursos de ámbito 
estatal a los que se refiere esta disposición, las diferentes Administraciones educa-
tivas podrán organizar procedimientos de provisión referidos al ámbito territorial 
cuya gestión les corresponda y destinados a la cobertura de sus plazas, todo ello sin 
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perjuicio de que en cualquier momento puedan realizar procesos de redistribución 
o de recolocación de sus efectivos.

5.	 La provisión de plazas por funcionarios docentes en los centros superiores de en-
señanzas artísticas se realizará por concurso específico, de acuerdo con lo que de-
terminen las Administraciones educativas.

6.	 Los funcionarios docentes que obtengan una plaza por concurso deberán per-
manecer en la misma un mínimo de dos años para poder participar en sucesivos 
concursos de provisión de puestos de trabajo.

Disposición adicional séptima. Ordenación de la función pública docente 
y funciones de los cuerpos docentes.

1.	 La función pública docente se ordena en los siguientes cuerpos:

a)	 El cuerpo de maestros, que desempeñará sus funciones en la educación infantil 
y primaria.

b)	 Los cuerpos de catedráticos de enseñanza secundaria y de profesores de ense-
ñanza secundaria, que desempeñarán sus funciones en la educación secundaria 
obligatoria, bachillerato y formación profesional.

c)	 El cuerpo a extinguir de profesores técnicos de formación profesional, que 
desempeñará sus funciones en la formación profesional y, excepcionalmente, 
en las condiciones que se establezcan, en la educación secundaria obligatoria.

d)	 El cuerpo de profesores de música y artes escénicas, que desempeñará sus fun-
ciones en las enseñanzas elementales y profesionales de música y danza, en las 
enseñanzas de arte dramático y, en su caso, en aquellas materias de las enseñan-
zas superiores de música y danza o de la modalidad de artes del bachillerato que 
se determinen.

e)	 El cuerpo de catedráticos de música y artes escénicas, que desempeñará sus fun-
ciones en las enseñanzas superiores de música y danza y en las de arte dramático.

f )	 Los cuerpos de catedráticos de artes plásticas y diseño y de profesores de artes 
plásticas y diseño, que desempeñarán sus funciones en las enseñanzas de artes 
plásticas y diseño, en las enseñanzas de conservación y restauración de bienes 
culturales y en las enseñanzas de la modalidad de artes del bachillerato que se 
determinen.

g)	 El cuerpo de maestros de taller de artes plásticas y diseño, que desempeñará sus 
funciones en las enseñanzas de artes plásticas y diseño y en las enseñanzas de 
conservación y restauración de bienes culturales.
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h) 	Los cuerpos de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas y de profesores de 
escuelas oficiales de idiomas, que desempeñarán sus funciones en las enseñan-
zas de idiomas.

i)	 El cuerpo de inspectores de educación, que realizará las funciones recogidas en 
el artículo 151 de la presente Ley.

El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, podrá establecer las 
condiciones y los requisitos para que los funcionarios pertenecientes a alguno de 
los cuerpos docentes recogidos en el apartado anterior puedan excepcionalmen-
te desempeñar funciones en una etapa o, en su caso, enseñanzas distintas de las 
asignadas a su cuerpo con carácter general. Para tal desempeño se determinará la 
titulación, formación o experiencia que se consideren necesarias. En todo caso se 
considerará a estos efectos al profesorado de los centros que impartan conjunta-
mente enseñanzas de educación primaria y educación secundaria.

Los cuerpos y escalas declarados a extinguir por la presente ley, así como por 
normas anteriores a la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación 
General del Sistema Educativo, se regirán por lo establecido en aquellas disposi-
ciones, siéndoles de aplicación lo señalado a efectos de movilidad en la disposición 
adicional duodécima de esta Ley.

2.	 Corresponde al Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, la crea-
ción o supresión de las especialidades docentes de los cuerpos a los que se refiere 
esta disposición, a excepción de la letra i) del apartado anterior, y la asignación de 
áreas, materias y módulos que deberán impartir los funcionarios adscritos a cada 
una de ellas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 93.2 de esta Ley.
Asimismo, las Administraciones educativas podrán establecer los requisitos de 
formación o titulación que deben cumplir los funcionarios de los cuerpos que 
imparten la educación secundaria obligatoria para impartir enseñanzas de los pri-
meros cursos de esta etapa correspondientes a otra especialidad, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 3 del artículo 26.
No obstante, los procesos selectivos y concursos de traslados de ámbito estatal 
tendrán en cuenta únicamente las especialidades docentes.

Disposición adicional octava. Cuerpos de catedráticos.

1.	 Los funcionarios de los cuerpos de catedráticos de enseñanza secundaria, de mú-
sica y artes escénicas, de escuelas oficiales de idiomas y de artes plásticas y diseño 



173

Texto refundido de la Ley Orgánica de Educación

realizarán las funciones que se les encomiendan en la presente Ley y las que regla-
mentariamente se determinen.

2.	 Con carácter preferente se atribuyen a los funcionarios de los cuerpos citados en el 
apartado anterior, las siguientes funciones:
a)	 La dirección de proyectos de innovación e investigación didáctica de la propia 

especialidad que se realicen en el centro.
b)	 El ejercicio de la jefatura de los departamentos de coordinación didáctica, así 

como, en su caso, del departamento de orientación.
c)	 La dirección de la formación en prácticas de los profesores de nuevo ingreso 

que se incorporen al departamento.
d)	 La coordinación de los programas de formación continua del profesorado que 

se desarrollen dentro del departamento.
e)	 La presidencia de los tribunales de acceso y en su caso ingreso a los respectivos 

cuerpos de catedráticos.
3.	 En el momento de hacerse efectiva la integración en los cuerpos de catedráticos 

de enseñanza secundaria, de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas y de ca-
tedráticos de artes plásticas y diseño, los funcionarios de los respectivos cuerpos 
con la condición de catedrático se incorporarán con la antigüedad que tuvieran 
en dicha condición y se les respetarán los derechos de que vinieran disfrutando en 
el momento de hacerse efectiva la integración, incluidos los derechos económicos 
reconocidos a los funcionarios provenientes del cuerpo de catedráticos numerarios 
de bachillerato. La integración en los distintos cuerpos de catedráticos se hará efec-
tiva en los mismos puestos que tuvieran asignados en el momento de la misma.

4.	 La habilitación prevista en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación profesional, se 
extenderá a los funcionarios de los cuerpos de catedráticos de enseñanza secunda-
ria en las condiciones y con los requisitos establecidos en dicha Ley.

5.	 Los funcionarios de los correspondientes cuerpos de catedráticos de enseñanza se-
cundaria, escuelas oficiales de idiomas y de artes plásticas y diseño participarán en 
los concursos de provisión de puestos conjuntamente con los funcionarios de los 
cuerpos de profesores de los niveles correspondientes, a las mismas vacantes, sin 
perjuicio de los méritos específicos que les sean de aplicación por su pertenencia a 
los mencionados cuerpos de catedráticos.

6.	 La pertenencia a alguno de los cuerpos de catedráticos se valorará, a todos los 
efectos, como mérito docente específico.
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Disposición adicional novena. Requisitos para el ingreso en los cuerpos 
de funcionarios docentes.

1.	 Para el ingreso en el cuerpo de maestros serán requisitos indispensables estar en 
posesión del título de Maestro o el título de Grado correspondiente y superar el 
correspondiente proceso selectivo.

2.	 Para el ingreso en el cuerpo de profesores de enseñanza secundaria será necesario 
estar en posesión del título de Grado universitario o titulación equivalente a efectos 
de docencia, además de la formación pedagógica y didáctica a la que se refiere el 
artículo 100.2 de esta Ley, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

3.	 Para el ingreso a los cuerpos de profesores de música y artes escénicas y de cate-
dráticos de música y artes escénicas será necesario estar en posesión del título de 
Grado universitario o titulación equivalente a efectos de docencia, además de, en 
el caso del cuerpo de profesores de música y artes escénicas, excepto en las especia-
lidades propias de Arte Dramático, la formación pedagógica y didáctica a la que se 
refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como superar el correspondiente proceso 
selectivo. El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establece-
rá las condiciones para permitir el ingreso en el cuerpo de catedráticos de música 
y artes escénicas, mediante concurso de méritos, a personalidades de reconocido 
prestigio en sus respectivos campos profesionales.

4.	 Para el ingreso en el cuerpo de profesores de artes plásticas y diseño, será necesario 
estar en posesión del título de Grado o titulación equivalente, a efectos de docen-
cia, además de la formación pedagógica y didáctica a la que se refiere el artículo 
100.2 de esta Ley, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

5.	 Para el ingreso en el cuerpo de maestros de taller de artes plásticas y diseño será 
necesario estar en posesión de la titulación de Diplomado, Arquitecto Técnico, 
Ingeniero Técnico o el título de Grado correspondiente u otros títulos equivalen-
tes, a efectos de docencia, además de la formación pedagógica y didáctica a la que 
se refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como superar el correspondiente proceso 
selectivo.

6.	 Para el ingreso en el cuerpo de profesores de escuelas oficiales de idiomas será ne-
cesario estar en posesión del título de Grado universitario o titulación equivalente, 
a efectos de docencia, además de la formación pedagógica y didáctica a la que se 
refiere el artículo 100.2 de esta Ley, así como superar el correspondiente proceso 
selectivo.
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7.	 Para el ingreso en el cuerpo de profesores de enseñanza secundaria en el caso de 
materias o áreas de especial relevancia para la formación profesional, para el in-
greso en el cuerpo de profesores de artes plásticas y diseño en el caso de materias 
de especial relevancia para la formación específica artístico-plástica y diseño, así 
como para el ingreso en el cuerpo de maestros de taller en el caso de determina-
das áreas o materias, el Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas 
podrá determinar, a efectos de docencia, la equivalencia de otras titulaciones dis-
tintas a las exigidas en esta disposición adicional. En el caso de que el ingreso sea 
al cuerpo de maestros de taller, podrá exigirse, además una experiencia profesional 
en un campo laboral relacionado con la materia o área a las que se aspire.

Disposición adicional décima. Requisitos para el acceso a los 
Cuerpos de catedráticos e inspectores.

1.	 Para acceder al cuerpo de catedráticos de enseñanza secundaria, será necesario 
pertenecer al cuerpo de profesores de enseñanza secundaria y estar en posesión del 
título de Grado universitario correspondiente o titulación equivalente a efectos de 
docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

2.	 Para acceder al cuerpo de catedráticos de artes plásticas y diseño será necesario 
pertenecer al cuerpo de profesores de artes plásticas y diseño y estar en posesión 
del título de Grado universitario correspondiente o titulación equivalente, a efec-
tos de docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

3.	 Para acceder al cuerpo de catedráticos de escuelas oficiales de idiomas, será nece-
sario pertenecer al cuerpo de profesores de escuelas oficiales de idiomas y estar en 
posesión del título de Grado universitario correspondiente o titulación equivalen-
te, a efectos de docencia, así como superar el correspondiente proceso selectivo.

4.	 Sin perjuicio de la posibilidad de ingreso regulado en la disposición adicional 
novena, apartado 3, para acceder al cuerpo de catedráticos de música y artes escé-
nicas, será necesario pertenecer al cuerpo de profesores de música y artes escénicas 
y estar en posesión del título de Grado Universitario correspondiente o titulación 
equivalente, a efectos de docencia, así como superar el correspondiente proceso 
selectivo.

5.	 Para acceder al Cuerpo de Inspectores de Educación será necesario pertenecer a al-
guno de los cuerpos que integran la función pública docente con al menos una ex-
periencia de ocho años en los mismos y estar en posesión del título de Doctorado, 
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Máster Universitario, Licenciatura, Ingeniería, Arquitectura o título equivalente 
y superar el correspondiente proceso selectivo, así como, en su caso, acreditar el 
conocimiento de la lengua cooficial de la Comunidad Autónoma de destino, de 
acuerdo con su normativa.

Disposición adicional undécima. Equivalencia de titulaciones del profesorado.

1.	 El título de Profesor de Educación General Básica se considera equivalente, a to-
dos los efectos, al título de Maestro al que se refiere la presente Ley. El título de 
Maestro de enseñanza primaria mantendrá los efectos que le otorga la legislación 
vigente.

2.	 Las referencias establecidas en esta Ley en relación con las distintas titulaciones 
universitarias, lo son sin perjuicio de las normas que por el Gobierno se dicten 
para el establecimiento, reforma o adaptación de las modalidades cíclicas de cada 
enseñanza y de los títulos correspondientes, en virtud de la autorización otorgada 
al mismo por el artículo 88.2 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades, con el fin de cumplir las líneas generales que emanen del Espacio 
Europeo de enseñanza superior.

Disposición adicional duodécima. Ingreso y promoción interna.

1.	 El sistema de ingreso en la función pública docente será el de concurso-oposición 
convocado por las respectivas Administraciones educativas. En la fase de concurso 
se valorarán, entre otros méritos, la formación académica y la experiencia docente 
previa. En la fase de oposición se tendrán en cuenta la posesión de los conocimien-
tos específicos de la especialidad docente a la que se opta, la aptitud pedagógica 
y el dominio de las técnicas necesarias para el ejercicio docente. Las pruebas se 
convocarán, según corresponda, de acuerdo con las especialidades docentes. Para 
la selección de los aspirantes se tendrá en cuenta la valoración de ambas fases del 
concurso-oposición, sin perjuicio de la superación de las pruebas correspondien-
tes. El número de seleccionados no podrá superar el número de plazas convocadas. 
Asimismo, existirá una fase de prácticas, que podrá incluir cursos de formación, y 
constituirá parte del proceso selectivo.

2.	 Los funcionarios docentes de los cuerpos de profesores de enseñanza secundaria, 
de profesores de escuelas oficiales de idiomas, de profesores de música y artes 
escénicas y de profesores de artes plásticas y diseño que quieran acceder a los cuer-
pos de catedráticos de enseñanza secundaria, de catedráticos de escuelas oficiales 
de idiomas, de catedráticos de música y artes escénicas y de catedráticos de artes 
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plásticas y diseño, respectivamente, deberán contar con una antigüedad mínima 
de ocho años en el correspondiente cuerpo como funcionarios de carrera.
En las convocatorias correspondientes, que no tendrán fase de prácticas, el siste-
ma de acceso a los citados cuerpos será el de concurso en el que se valorarán los 
méritos relacionados con la actualización científica y didáctica, la participación en 
proyectos educativos, la evaluación positiva de la actividad docente y, en su caso, 
la trayectoria artística de los candidatos.
El número de funcionarios de los cuerpos de catedráticos, excepto en el cuerpo 
de catedráticos de música y artes escénicas, no superará, en cada caso, el 30% del 
número total de funcionarios de cada cuerpo de origen.

3.	 Los funcionarios de los cuerpos docentes clasificados en el grupo B a que se re-
fiere la vigente legislación de la función pública podrán acceder a los cuerpos de 
profesores de enseñanza secundaria y de profesores de artes plásticas y diseño. 
En las convocatorias correspondientes para estos funcionarios se valorarán pre-
ferentemente los méritos de los concursantes, entre los que se tendrán en cuenta 
el trabajo desarrollado y los cursos de formación y perfeccionamiento superados, 
así como los méritos académicos, y la evaluación positiva de la actividad docente. 
Asimismo, se realizará una prueba consistente en la exposición de un tema de la 
especialidad a la que se accede, para cuya superación se atenderá tanto a los co-
nocimientos sobre la materia como a los recursos didácticos y pedagógicos de los 
candidatos.
En las convocatorias de ingreso en los cuerpos de profesores de enseñanza se-
cundaria y de profesores de artes plásticas y diseño se reservará un porcentaje de 
las plazas que se convoquen para el acceso de estos funcionarios docentes, que 
deberán estar en posesión de la titulación requerida para el ingreso en los corres-
pondientes cuerpos, así como haber permanecido en sus cuerpos de procedencia 
un mínimo de seis años como funcionarios de carrera.
Quienes accedan por este procedimiento estarán exentos de la realización de la 
fase de prácticas y tendrán preferencia en la elección de los destinos vacantes sobre 
los aspirantes que ingresen por el turno libre de la correspondiente convocatoria.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los aspirantes seleccionados que 
estén ocupando, con carácter definitivo en el ámbito de la Administración pública 
convocante, plazas del cuerpo y especialidad a las que acceden, podrán optar, en 
las condiciones que se establezcan en las respectivas convocatorias, por permanecer 
en las mismas.

4.	 El acceso al cuerpo de Inspectores de educación se realizará mediante concur-
so-oposición. Los aspirantes deberán contar con una antigüedad mínima de ocho 
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años en alguno de los cuerpos que integran la función pública docente y una ex-
periencia docente de igual duración. Las Administraciones educativas convocarán 
el concurso-oposición correspondiente con sujeción a los siguientes criterios:

a)	 En la fase de concurso se valorará la trayectoria profesional de los candidatos y 
sus méritos específicos como docentes, el desempeño de cargos directivos con 
evaluación positiva y la pertenencia a alguno de los cuerpos de catedráticos a 
los que se refiere esta Ley.

b)	 La fase de oposición consistirá en la valoración de la capacidad de liderazgo pe-
dagógico y la evaluación de las competencias propias de la función inspectora 
de los aspirantes, así como los conocimientos pedagógicos, de administración 
y legislación educativa para el desempeño de la misma.

c)	 En las convocatorias de acceso al cuerpo de inspectores, las Administraciones 
educativas podrán reservar hasta un tercio de las plazas para la provisión me-
diante concurso de méritos destinado al profesorado que, reuniendo los requi-
sitos generales, hayan ejercido con evaluación positiva, al menos durante tres 
mandatos, el cargo de director o directora.

Los candidatos seleccionados mediante el concurso-oposición deberán realizar 
para su adecuada preparación un periodo de prácticas de carácter selectivo, al 
finalizar el cual serán nombrados, en su caso, funcionarios de carrera del cuerpo 
de Inspectores de educación.

5.	 Los funcionarios docentes a que se refiere esta Ley, podrán, asimismo, acceder a 
un cuerpo del mismo grupo y nivel de complemento de destino, sin limitación de 
antigüedad, siempre que posean la titulación exigida y superen el correspondiente 
proceso selectivo. A este efecto se tendrá en cuenta su experiencia docente y las 
pruebas que en su día se superaron, quedando exentos de la realización de la fase 
de prácticas. Estos funcionarios, cuando accedan a un cuerpo, al tiempo que otros 
funcionarios por el turno libre o por alguno de los turnos previstos en esta dispo-
sición, tendrán prioridad para la elección de destino.

6.	 El Gobierno y las Comunidades Autónomas fomentarán convenios con las uni-
versidades que faciliten la incorporación, a jornada total o parcial a compartir en 
este caso con su actividad docente no universitaria, a los Departamentos universi-
tarios de los funcionarios de los cuerpos docentes de niveles correspondientes a las 
enseñanzas reguladas en esta Ley, en el marco de la disposición adicional vigésima 
séptima de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.
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7.	 La Administración del Estado y las Comunidades Autónomas impulsarán el estu-
dio y la implantación, en su caso, de medidas destinadas al desarrollo de la carrera 
profesional de los funcionarios docentes sin que necesariamente suponga el cam-
bio de cuerpo.

Disposición adicional decimotercera. Desempeño de la función inspectora 
por funcionarios no pertenecientes al cuerpo de inspectores de educación.

1.	 Los funcionarios del cuerpo de inspectores al servicio de la Administración educa-
tiva que hubieran optado por permanecer en dicho cuerpo «a extinguir» tendrán 
derecho, a efectos de movilidad, a participar en los concursos para la provisión de 
puestos en la inspección de educación.
Los funcionarios del cuerpo de inspectores al servicio de la Administración edu-
cativa de las Comunidades Autónomas con destino definitivo, e integrados en 
los correspondientes cuerpos de acuerdo con la normativa dictada por aquéllas, 
tendrán derecho, a efectos de movilidad a participar en los concursos para la pro-
visión de puestos de la inspección de educación.

2.	 Aquellos funcionarios de los cuerpos docentes que accedieron a la función inspec-
tora de conformidad con las disposiciones de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública, modificada por la Ley 23/1988, 
de 28 de julio, y que no hubieran accedido al cuerpo de Inspectores de educación 
a la entrada en vigor de esta Ley, podrán continuar desempeñando la función 
inspectora con carácter definitivo y hasta su jubilación como funcionarios, de 
conformidad con las disposiciones por las que accedieron al mismo.

Disposición adicional decimocuarta.

Centros autorizados para impartir la modalidad de ciencias de la naturaleza y de 
la salud y la modalidad de tecnología en bachillerato.
Los centros docentes privados de bachillerato que a la entrada en vigor de la pre-
sente Ley impartan la modalidad de ciencias de la naturaleza y de la salud, la 
modalidad de tecnología, o ambas, quedarán automáticamente autorizados para 
impartir la modalidad de ciencias y tecnología, establecida en esta Ley.

Disposición adicional decimoquinta. Municipios, corporaciones o 
entidades locales.

1.	 Las Administraciones educativas podrán establecer procedimientos e instrumen-
tos para favorecer y estimular la gestión conjunta con las Administraciones locales 
y la colaboración entre centros educativos y Administraciones públicas.
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En lo que se refiere a las corporaciones locales, se establecerán procedimientos de 
consulta y colaboración con sus federaciones o agrupaciones más representativas.

2.	 La conservación, el mantenimiento y la vigilancia de los edificios destinados a 
centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación 
especial, corresponderán al municipio respectivo. Dichos edificios no podrán des-
tinarse a otros servicios o finalidades sin autorización previa de la Administración 
educativa correspondiente.

3.	 Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deban afectar, por necesidades 
de escolarización, edificios escolares de propiedad municipal en los que se hallen 
ubicados centros de educación infantil, de educación primaria o de educación es-
pecial, dependientes de las Administraciones educativas, para impartir educación 
secundaria o formación profesional, asumirán, respecto de los mencionados cen-
tros, los gastos que los municipios vinieran sufragando de acuerdo con las dispo-
siciones vigentes, sin perjuicio de la titularidad demanial que puedan ostentar los 
municipios respectivos. Lo dispuesto no será de aplicación respecto a los edificios 
escolares de propiedad municipal en los que se impartan, además de educación 
infantil y educación primaria o educación especial, el primer ciclo de educación 
secundaria obligatoria. Si la afectación fuera parcial se establecerá el correspon-
diente convenio de colaboración entre las Administraciones afectadas.

4.	 Los municipios cooperarán con las Administraciones educativas correspondientes 
en la obtención de los solares necesarios para la construcción de nuevos centros 
docentes públicos.

5.	 Las Administraciones educativas podrán establecer convenios de colaboración con 
las corporaciones locales para las enseñanzas artísticas. Dichos convenios podrán 
contemplar una colaboración específica en escuelas de enseñanzas artísticas cuyos 
estudios no conduzcan a la obtención de títulos con validez académica.

6.	 Corresponde a las Administraciones educativas establecer el procedimiento para 
el uso de los centros docentes, que de ellas dependan, por parte de las autorida-
des municipales, fuera del horario lectivo para actividades educativas, culturales, 
deportivas u otras de carácter social. Dicho uso quedará únicamente sujeto a las 
necesidades derivadas de la programación de las actividades de dichos centros.

7.	 Las Administraciones educativas, deportivas y municipales, colaborarán para el 
establecimiento de procedimientos que permitan el doble uso de las instalaciones 
deportivas pertenecientes a los centros docentes o a los municipios.
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Disposición adicional decimosexta. Denominación de las etapas educativas.

Las referencias, contenidas en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del 
Derecho a la Educación, a los niveles educativos se entienden sustituidas por las de-
nominaciones que, para los distintos niveles y etapas educativas y para los respectivos 
centros, se establecen en esta Ley.

Disposición adicional decimoséptima. Claustro de profesores de los 
centros privados concertados.

El claustro de profesores de los centros privados concertados tendrá funciones análo-
gas a las previstas en el artículo 129 de esta Ley.

Disposición adicional decimoctava. Procedimientos de consulta.

Las referencias en el articulado de esta Ley a las consultas previas a las Comunidades 
Autónomas se entienden realizadas en el seno de la Conferencia Sectorial.

Asimismo la negociación colectiva, consulta y acuerdo en los asuntos que lo precisen 
se entenderán realizadas respectivamente a través de las mesas sectoriales de negocia-
ción de la enseñanza pública y de la enseñanza concertada.

Disposición adicional decimonovena. Alumnado extranjero.

Lo establecido en esta Ley en relación con la escolarización, obtención de títulos y ac-
ceso al sistema general de becas y ayudas al estudio será aplicable al alumnado extran-
jero en los términos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los Extranjeros en España y su integración social, modificada 
por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, y en la normativa que las desarrolla.

Disposición adicional vigésima. Atención a las víctimas del terrorismo.

Las Administraciones educativas facilitarán que los centros educativos puedan prestar 
especial atención a los alumnos víctimas del terrorismo para que éstos reciban la ayu-
da necesaria para realizar adecuadamente sus estudios.

Disposición adicional vigesimoprimera. Cambios de centro derivados 
de actos de violencia.

Las Administraciones educativas asegurarán la escolarización inmediata de las alum-
nas o alumnos que se vean afectados por cambios de centro derivados de actos de 
violencia de género o acoso escolar. Igualmente, facilitarán que los centros educativos 
presten especial atención a dichos alumnos.
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Disposición adicional vigesimosegunda. Transformación de enseñanzas.

En el supuesto de que en el proceso de ordenación de la enseñanza universitaria se 
definieran en el futuro títulos que correspondan a estudios regulados en la presente 
Ley, el Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, podrá establecer el 
oportuno proceso de transformación de tales estudios.

Disposición adicional vigesimotercera. Datos personales de los alumnos.

1.	 Los centros docentes podrán recabar los datos personales de su alumnado que sean 
necesarios para el ejercicio de su función educativa. Dichos datos podrán hacer 
referencia al origen y ambiente familiar y social, a características o condiciones 
personales, al desarrollo y resultados de su escolarización, así como a aquellas otras 
circunstancias cuyo conocimiento sea necesario para la educación y orientación de 
los alumnos.

2.	 Los padres o tutores y los propios alumnos deberán colaborar en la obtención 
de la información a la que hace referencia este artículo. La incorporación de un 
alumno a un centro docente supondrá el tratamiento de sus datos y, en su caso, la 
cesión de datos procedentes del centro en el que hubiera estado escolarizado con 
anterioridad, en los términos establecidos en la legislación sobre protección de 
datos. En todo caso, la información a la que se refiere este apartado será la estricta-
mente necesaria para la función docente y orientadora, no pudiendo tratarse con 
fines diferentes del educativo sin consentimiento expreso.

3.	 En el tratamiento de los datos del alumnado se aplicarán normas técnicas y or-
ganizativas que garanticen su seguridad y confidencialidad. El profesorado y el 
resto del personal que, en el ejercicio de sus funciones, acceda a datos personales y 
familiares o que afecten al honor e intimidad de los menores o sus familias quedará 
sujeto al deber de sigilo.

4.	 La cesión de los datos, incluidos los de carácter reservado, necesarios para el sis-
tema educativo, se realizará preferentemente por vía telemática y estará sujeta a 
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. En el caso 
de la cesión de datos entre Comunidades Autónomas o entre éstas y el Estado, 
las condiciones mínimas serán acordadas por el Gobierno con las Comunidades 
Autónomas, en el seno de la Conferencia Sectorial de Educación.
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Disposición adicional vigesimocuarta. Incorporación de créditos en los 
Presupuestos Generales del Estado para la gratuidad del segundo ciclo de 
educación infantil.

Los Presupuestos Generales del Estado correspondientes al ámbito temporal de apli-
cación de la presente Ley incorporarán progresivamente los créditos necesarios para 
hacer efectiva la gratuidad del segundo ciclo de la educación infantil a la que se refiere 
el artículo 15.2.

Disposición adicional vigesimoquinta. Fomento de la igualdad efectiva 
entre hombres y mujeres.

1.	 Con el fin de favorecer la igualdad de derechos y oportunidades y fomentar la igualdad 
efectiva entre hombres y mujeres, los centros sostenidos parcial o totalmente con fon-
dos públicos desarrollarán el principio de coeducación en todas las etapas educativas, 
de conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres, y no separarán al alumnado por su género.

2.	 Con objeto de favorecer la igualdad de derechos y oportunidades y, para garanti-
zar la efectividad del principio contenido en el apartado l) del artículo 1, los cen-
tros educativos incorporarán medidas para desarrollar la igualdad efectiva entre 
hombres y mujeres en los respectivos planes de acción tutorial y de convivencia.

3.	 Los centros educativos deberán necesariamente incluir y justificar en su proyecto 
educativo las medidas que desarrollan para favorecer y formar en igualdad en to-
das las etapas educativas, incluyendo la educación para la eliminación de la violen-
cia de género, el respeto por las identidades, culturas, sexualidades y su diversidad, 
y la participación activa para hacer realidad la igualdad.

4.	 En todo caso, las Administraciones educativas impulsarán el incremento de la 
presencia de alumnas en estudios del ámbito de las ciencias, tecnología, ingenie-
ría, artes y matemáticas, así como en las enseñanzas de formación profesional con 
menor demanda femenina. Del mismo modo, las Administraciones educativas 
también promoverán la presencia de alumnado masculino en aquellos estudios en 
los que exista de forma notoria una mayor matrícula de mujeres que de hombres.

5.	 Las Administraciones educativas promoverán que los currículos y los libros de 
texto y demás materiales educativos fomenten el igual valor de mujeres y hombres 
y no contengan estereotipos sexistas o discriminatorios.

Asimismo, incluirán estos contenidos en los programas de formación inicial del 
profesorado.
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Disposición adicional vigesimosexta. Denominación específica para el Consejo 
Escolar de los centros educativos.

Las Administraciones educativas podrán establecer una denominación específica para 
referirse al Consejo Escolar de los centros educativos.

Disposición adicional vigesimoséptima. Revisión de los módulos de conciertos.

1.	 Durante el periodo al que se refiere la disposición adicional primera de la presente 
Ley, y en cumplimiento del Acuerdo suscrito entre el Ministerio de Educación 
y Ciencia y las organizaciones sindicales representativas del profesorado de los 
centros privados concertados, todas las partidas de los módulos del concierto se 
revisarán anualmente en un porcentaje equivalente al de las retribuciones de los 
funcionarios públicos dependientes de las Administraciones del Estado.

2.	 Las Administraciones educativas posibilitarán, para el ejercicio de la función di-
rectiva en los centros privados concertados, unas compensaciones económicas, 
análogas a las previstas para los cargos directivos de los centros públicos, de las 
mismas características.

Disposición adicional vigesimoctava. Convenios con centros que impartan 
ciclos de formación profesional.

Las Administraciones educativas podrán establecer convenios educativos con los cen-
tros que impartan ciclos formativos de formación profesional que complementen la 
oferta educativa de los centros públicos de acuerdo con la programación general de 
la enseñanza.

Disposición adicional vigesimonovena. Fijación del importe de los módulos.

1.	 Durante el periodo al que se refiere la disposición adicional primera de la pre-
sente Ley, se procederá a la fijación de los importes de los módulos económicos 
establecidos, de acuerdo con el artículo 117, en función de la implantación de las 
enseñanzas que ordena la presente Ley.

2.	 En el seno de la Conferencia Sectorial se constituirá una comisión, en la que 
participarán las organizaciones empresariales y sindicales más representativas en 
el ámbito de la enseñanza privada concertada, para el estudio de la cuantía de los 
módulos de concierto que valore el coste total de la impartición de las enseñanzas 
en condiciones de gratuidad. Sus conclusiones deberán incorporarse en el plan de 
incremento del gasto público previsto en el artículo 155.2 y contemplado en la 
disposición adicional octava de la presente Ley.
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Disposición adicional trigésima. Integración de centros en la red de centros de 
titularidad pública.

Las Comunidades Autónomas podrán integrar en la respectiva red de centros docen-
tes públicos, de acuerdo con la forma y el procedimiento que se establezca mediante 
Ley de sus Parlamentos, los centros de titularidad de las Administraciones locales 
que cumplan los requisitos establecidos en la Ley, atiendan poblaciones escolares de 
condiciones socioeconómicas desfavorables o que desempeñen una reconocida labor 
en la atención a las necesidades de escolarización, siempre que las Administraciones 
locales manifiesten su voluntad de integrarlos en dicha red.

Disposición adicional trigésima primera. Vigencias de titulaciones.

1.	 El título de Graduado Escolar de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de 
Educación y Financiamiento de la Reforma Educativa y el título de Graduado 
en Educación Secundaria de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Orde-
nación General del Sistema Educativo, tendrán los mismos efectos profesionales 
que el título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria establecido en la 
presente Ley.

2.	 Los títulos de Bachiller de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación 
y Financiamiento de la Reforma Educativa y de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, tendrán los mismos efec-
tos profesionales que el nuevo título de Bachiller establecido en la presente Ley.

3.	 El título de Técnico Auxiliar de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Edu-
cación y Financiamiento de la Reforma Educativa tendrá los mismos efectos aca-
démicos que el título de Graduado en Educación Secundaria y los mismos efectos 
profesionales que el título de Técnico de la correspondiente profesión.

4.	 El título de Técnico Especialista de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de 
Educación y Financiamiento de la Reforma Educativa tendrá los mismos efectos 
académicos y profesionales que el nuevo título de Técnico Superior en la corres-
pondiente especialidad.

Disposición adicional trigésima segunda. Procedimientos para el reconocimiento 
y la acreditación de las competencias profesionales.

El Gobierno impulsará, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Au-
tónomas, los procedimientos de reconocimiento y acreditación de las competencias 
profesionales adquiridas a través de la experiencia laboral o aprendizajes no formales e 
informales, de forma que permita a todos los ciudadanos la obtención de una acredi-
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tación de sus competencias profesionales. A tal fin las administraciones competentes 
promoverán un incremento de los procedimientos para el reconocimiento y la agili-
zación y la flexibilización de los procesos. Estos se basarán en los principios de sim-
plicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos, eficacia en el cumplimiento de los 
objetivos fijados, y eficiencia y adecuación de los medios a los fines institucionales.

De acuerdo con la disposición adicional séptima de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 
de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, las administraciones 
competentes promoverán la oferta de programas específicos de formación dirigidos a 
las personas que, una vez acreditadas determinadas competencias profesionales, quie-
ran completar la formación y titulación que les prepare y facilite su inserción laboral.

Disposición adicional trigésima tercera. Exención de la prueba de acceso a la 
universidad.

1.	 Podrán acceder a la universidad sin necesidad de realizar la prueba de acceso regu-
lada en el artículo 38 de esta Ley:

a)	 Los alumnos y alumnas que hayan obtenido un título de Técnico Superior 
de Formación Profesional, de Técnico Superior de Artes Plásticas y Diseño y 
Técnico Deportivo Superior, a que se refieren los artículos 44, 53 y 65.

b)	 Los alumnos y alumnas procedentes de sistemas educativos de Estados 
miembros de la Unión Europea o los de otros Estados con los que se hayan 
suscrito acuerdos internacionales aplicables en materia de acceso a la univer-
sidad, en régimen de reciprocidad, siempre que dicho alumnado cumpla los 
requisitos académicos exigidos en sus sistemas educativos para acceder a sus 
universidades.

c)	 En virtud de las disposiciones contenidas en el Convenio por el que se estable-
ce el Estatuto de las Escuelas Europeas, hecho en Luxemburgo el 21 de junio 
de 1994, los estudiantes que se encuentren en posesión del título de Bachille-
rato Europeo.

d) 	Quienes hubieran obtenido el Diploma del Bachillerato Internacional, expe-
dido por la Organización del Bachillerato Internacional, con sede en Ginebra 
(Suiza).

2.	 El Ministerio de Educación y Formación Profesional regulará la equivalencia de 
calificaciones que se utilizará en el acceso a la universidad para el alumnado men-
cionado en las letras b), c) y d) del apartado anterior.
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3.	 El alumnado al que se refiere el apartado primero participará en los procesos de ad-
misión en los términos establecidos en el apartado sexto del artículo 38 de esta Ley.

Disposición adicional trigésima cuarta. Becas y ayudas al estudio convocadas 
por el Ministerio de Educación y Formación Profesional.

1.	 Las notificaciones y publicaciones que deban efectuarse con ocasión de la trami-
tación de los procedimientos de otorgamiento, resolución de recursos administra-
tivos, revocación, revisión de oficio y reintegro de ingresos indebidos sobre becas 
y ayudas al estudio, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Esta-
do y cuya competencia esté atribuida al Ministerio de Educación y Formación 
Profesional, se practicarán por medios electrónicos en la forma que se establezca 
reglamentariamente en aplicación de lo previsto en el Capítulo II del Título III de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. De acuerdo con lo previsto en dicho Capítulo II, las 
notificaciones que se practiquen en relación con los procedimientos sobre becas 
y ayudas al estudio a que se refiere el párrafo anterior, irán precedidas de un aviso 
a las personas interesadas por los medios que se establezcan en la correspondiente 
convocatoria de la puesta a disposición de dicha notificación.

Transcurridos diez días naturales desde que la notificación se hubiese puesto a 
disposición del interesado sin que haya accedido a su contenido, se entenderá 
rechazada, dándose por cumplido dicho trámite y continuándose con el procedi-
miento.

2.	 Las becas y ayudas al estudio que se concedan para cursar estudios universitarios 
o no universitarios con validez académica oficial serán inembargables en todos los 
casos.

3.	 Procederá el reintegro de las cantidades percibidas en concepto de becas y ayu-
das al estudio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37.1.i) de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en aquellos casos en 
los que las personas beneficiarias no reunieran alguno o algunos de los requisitos 
establecidos para la obtención de las becas o ayudas o no los hubieran acreditado 
debidamente.

4.	 La identificación de los solicitantes de becas y ayudas del sistema estatal de becas 
así como de los miembros computables de su unidad familiar, a que se refiere el 
artículo 9 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
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Común de las Administraciones Públicas, podrá efectuarse mediante la consigna-
ción en la solicitud de beca, en la sede electrónica del Ministerio de Educación 
y Formación Profesional, de los datos del DNI o NIE que establezca la convoca-
toria. El Ministerio de Educación y Formación Profesional podrá verificar la au-
tenticidad de dichos datos mediante consulta a la Dirección General de la Policía 
o requerir al solicitante y a los miembros computables de su unidad familiar, la 
presentación del documento identificativo original.

De conformidad con lo establecido en el artículo 10 de la referida Ley 39/2015, el 
anterior sistema de identificación será asimismo admitido como sistema de firma 
tanto de la solicitud de beca y ayuda como de la autorización para obtener de las 
administraciones públicas la información que resulte precisa para la determina-
ción, conocimiento y comprobación de los datos de identificación, personales, de 
residencia, académicos y familiares del solicitante, así como de los datos de renta y 
patrimonio de los miembros computables de su unidad familiar.

Disposición adicional trigésima quinta. Promoción de la investigación 
e innovación educativas.

El Ministerio responsable de Educación y las administraciones educativas faci-
litarán la identificación de grupos de investigación e innovación educativas, fo-
mentarán la creación de bases unificadas de conocimiento, evidencias y buenas 
prácticas, y promoverán el desarrollo de centros de investigación que sean refe-
rentes especializados, con el fin de mejorar las prácticas docentes y los procesos 
educativos, elevar los resultados y asegurar la calidad de la educación con mayor 
equidad e inclusión.

Así mismo promoverán la difusión de experiencias y el intercambio de los resul-
tados relevantes de la investigación e innovación educativas entre redes de centros 
educativos y las universidades.

Disposición adicional trigésima sexta. Acceso y admisión de alumnos y 
alumnas a la universidad en posesión de un título, diploma o estudio de 
sistemas educativos extranjeros homologados o declarados equivalentes al 
título de Bachiller.

1.	 El Gobierno establecerá la normativa básica que regule el acceso y admisión a la 
universidad del alumnado en posesión de un título, diploma o estudio equivalen-
te al título de Bachiller, obtenido o realizado en sistemas educativos de países ex-
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tranjeros no incluidos en las letras b), c) y d) de la Disposición Adicional trigésima 
tercera. Los alumnos que pueden acogerse a esta disposición adicional trigésima 
sexta son:

a)	 Estudiantes que estén en posesión de títulos, diplomas o estudios, obtenidos 
o realizados en sistemas educativos de Estados que no sean miembros de la 
Unión Europea con los que no se hayan suscrito acuerdos internacionales apli-
cables en materia de acceso a la universidad para el reconocimiento del título 
de Bachiller en régimen de reciprocidad, homologados o declarados equivalen-
tes al título de Bachiller del Sistema Educativo Español.

b)	 Estudiantes en posesión de títulos, diplomas o estudios equivalentes al título 
de Bachiller del Sistema Educativo Español, procedentes de sistemas educati-
vos de Estados miembros de la Unión Europea o los de otros Estados con los 
que se hayan suscrito acuerdos internacionales aplicables en materia de acceso 
a la universidad, en régimen de reciprocidad, cuando dichos estudiantes no 
cumplan los requisitos académicos exigidos en sus sistemas educativos para 
acceder a sus universidades.

c)	 Estudiantes en posesión de títulos, diplomas o estudios homologados o de-
clarados equivalentes a los títulos oficiales de Técnico Superior de Formación 
Profesional, de Técnico Superior de Artes Plásticas y Diseño, o de Técnico De-
portivo Superior del Sistema Educativo Español, obtenidos o realizados en sis-
temas educativos de Estados que no sean miembros de la Unión Europea con 
los que no se hayan suscrito acuerdos internacionales para el reconocimiento 
del título de Bachiller en régimen de reciprocidad.

2.	 Para su acceso a la universidad, el alumnado recogido en esta disposición adicio-
nal trigésima sexta, deberá cumplir los requisitos establecidos para la homologa-
ción del título, diploma o estudio obtenido o realizado en el extranjero.

3.	 Estos estudiantes deberán superar una prueba de acceso cuya estructura y califi-
cación será establecida por el Gobierno teniendo en cuenta las características de 
este alumnado. Asimismo, el Gobierno regulará el procedimiento de cálculo de la 
calificación para el acceso a la universidad para los alumnos mencionados en esta 
disposición.

4.	 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica 6/2001, de Uni-
versidades, y el apartado 1 de este artículo, el Gobierno establecerá la normativa 
básica que permita a las universidades fijar los procedimientos de admisión de 
quienes hayan superado la prueba de acceso.
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Disposición adicional trigésima séptima. Profesorado visitante.

El Gobierno regulará los requisitos, funciones y régimen del profesorado visitante 
procedente de los países con los que haya suscrito el correspondiente convenio y que 
con carácter temporal se incorpore a los centros docentes.

Disposición adicional trigésima octava. Lengua castellana, lenguas cooficiales y 
lenguas que gocen de protección legal.

1.	 Las Administraciones educativas garantizarán el derecho de los alumnos y las 
alumnas a recibir enseñanzas en castellano y en las demás lenguas cooficiales en 
sus respectivos territorios, de conformidad con la Constitución Española, los Es-
tatutos de Autonomía y la normativa aplicable.

2.	 Al finalizar la educación básica, todos los alumnos y alumnas deberán alcanzar 
el dominio pleno y equivalente en la lengua castellana y, en su caso, en la lengua 
cooficial correspondiente.

3.	 Las Administraciones educativas aplicarán los instrumentos de control, evaluación 
y mejora propios del sistema educativo y promoverán la realización de análisis por 
parte de los centros, de modo que se garantice que todo el alumnado alcance la 
competencia en comunicación lingüística, en lengua castellana y en su caso en las 
lenguas cooficiales, en el grado requerido. Asimismo, impulsarán la adopción por 
parte de los centros de las medidas necesarias para compensar las carencias que 
pudieran existir en cualquiera de las lenguas.

4.	 Tanto la materia Lengua Castellana y Literatura como la Lengua Cooficial y Lite-
ratura deberán impartirse en las lenguas correspondientes.

5.	 Aquellas Comunidades Autónomas en las que existan lenguas cooficiales que no tie-
nen ese carácter en todo su territorio o lenguas no oficiales que gocen de protección 
legal podrán ofrecerlas, en los términos que determine su normativa reguladora.

Disposición adicional trigésima novena. Centros dependientes de otras Admi-
nistraciones públicas.

1.	 El Gobierno regulará las condiciones de aplicación, en los centros dependientes 
de otras Administraciones públicas, de lo establecido en la presente Ley y en la 
Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, para los órganos de gobierno y participación 
de los centros públicos.
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2.	 Los centros docentes militares autorizados por el Ministerio de Educación y For-
mación Profesional que dispongan de núcleos de formación profesional, que im-
partan enseñanzas de formación profesional del sistema educativo se regirán por 
la presente Ley, por la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar, y lo 
establecido por la normativa específica en lo referente a su denominación, normas 
internas de organización, funcionamiento, gobierno y autonomía. Asimismo, se 
establecerán mecanismos de coordinación entre los Ministerios correspondientes, 
con el objetivo de definir las necesidades y los requisitos precisos, todo ello enca-
minado al cumplimiento del currículo de los títulos de formación profesional.

3.	 El Gobierno determinará las condiciones de experiencia y formación pedagógica 
para que el personal de la Escala de Suboficiales de las Fuerzas Armadas pueda im-
partir enseñanzas de formación profesional como Profesor Técnico para determi-
nados ciclos formativos relacionados con su especialidad, exclusivamente dentro 
del ámbito del Ministerio de Defensa en los Centros Docentes Militares.

Disposición adicional cuadragésima. Sistema de ayudas y préstamo de libros de 
texto y otros materiales curriculares.

El Ministerio de Educación y Formación Profesional promoverá, en el seno de la 
Conferencia Sectorial de Educación, programas que faciliten la disponibilidad de for-
ma gratuita de libros de texto y otros materiales curriculares a través de un sistema de 
préstamo o de ayudas.

Disposición adicional cuadragésima primera. Valores que sustentan la demo-
cracia y los derechos humanos y prevención y resolución pacífica de conflictos.

En el currículo de las diferentes etapas de la educación básica se atenderá al apren-
dizaje de la prevención y resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la 
vida personal, familiar y social, y de los valores que sustentan la democracia y los de-
rechos humanos, que debe incluir en todo caso la igualdad entre mujeres y hombres, 
la igualdad de trato y la no discriminación, así como la prevención de la violencia 
de género y el acoso escolar o cualquier otra manifestación de violencia. Se recogerá 
asimismo el conocimiento de la historia de la democracia en España desde sus orí-
genes a la actualidad y su contribución al fortalecimiento de los principios y valores 
democráticos definidos en la Constitución española.

De la misma forma, se considerará el estudio y respeto de otras culturas, particular-
mente la propia del pueblo gitano y la de otros grupos y colectivos, contribuyendo a 
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la valoración de las diferencias culturales, así como el reconocimiento y la difusión de 
la historia y cultura de las minorías étnicas presentes en nuestro país, para promover 
su conocimiento y reducir estereotipos. Se atenderá, también al conocimiento de he-
chos históricos y conflictos que han atentado gravemente contra los derechos huma-
nos como el Holocausto judío y la historia de lucha por los derechos de las mujeres.

Disposición adicional cuadragésima segunda. Centro para la Innovación y De-
sarrollo de la Educación a Distancia (CIDEAD).

El Centro para la Innovación y Desarrollo de la Educación a Distancia (CIDEAD) 
del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, impartirá enseñanza a distancia en 
todo el territorio nacional.

El Gobierno establecerá, sin perjuicio de los principios recogidos en esta Ley Orgáni-
ca, una regulación específica del CIDEAD.

Disposición adicional cuadragésima tercera. Centros de enseñanzas deportivas 
de grado superior a distancia.

El Gobierno podrá regular y gestionar, dentro del ámbito del deporte de alto nivel y 
la regulación del deporte federado estatal, centros de titularidad estatal que impartan 
las enseñanzas deportivas de grado superior a distancia en todo el territorio nacional.

Disposición adicional cuadragésima cuarta. Requisitos para ser nombrado di-
rector o directora de centros públicos.

Las habilitaciones y acreditaciones de directores o directoras de centros públicos ex-
pedidas con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se considerarán equivalen-
tes a la certificación acreditativa de haber superado el programa de formación sobre 
el desarrollo de la función directiva, indicada en el apartado 1 del artículo 135 y en el 
apartado 1 del artículo 136 de esta Ley.

Disposición adicional cuadragésima quinta. Pruebas de acceso a la universidad 
establecidas en normativas anteriores.

Quienes hayan superado las pruebas de acceso a la universidad establecidas en nor-
mativas anteriores mantendrán la calificación obtenida en su momento según los cri-
terios y condiciones que establezca el Gobierno, si bien podrán presentarse a los pro-
cedimientos de admisión fijados por las universidades para elevar dicha calificación.
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Disposición adicional cuadragésima sexta. Promoción de la actividad física 
y la alimentación saludable. (Parte del contenido de esta Adicional era el de la 
disposición adicional cuarta propia de la LOMCE).

Las Administraciones educativas adoptarán medidas para que la actividad física y la 
alimentación saludable formen parte del comportamiento infantil y juvenil. Con el 
objetivo de fomentar y consolidar hábitos de vida saludables, dichas Administraciones 
promoverán la práctica diaria de deporte y ejercicio físico por parte de los alumnos y 
alumnas durante la jornada escolar, en los términos y condiciones que, siguiendo las 
recomendaciones de los organismos competentes, garanticen un desarrollo adecuado 
para favorecer una vida sana saludable y autónoma, para promover hábitos saludables 
de alimentación y la movilidad activa, reduciendo el sedentarismo.

Los centros impulsarán el desarrollo de actividades docentes en espacios abiertos y 
entornos naturales. El diseño, coordinación y supervisión de las medidas que a estos 
efectos se adopten serán asumidos por el profesorado con cualificación o especializa-
ción adecuada en estos ámbitos..

Disposición adicional cuadragésima séptima. Estudios incompletos.

El Gobierno regulará las condiciones de promoción de un curso que no hubiera sido 
superado en su totalidad al siguiente, cuando entre uno y otro se apliquen las modi-
ficaciones introducidas por esta Ley relativas al currículo, la organización y objetivos.

Disposición adicional cuadragésima octava. Cambio de las funciones del 
personal docente.

Los funcionarios docentes que muestren una manifiesta falta de condiciones para ocupar 
un puesto docente o una notoria falta de rendimiento que no comporte inhibición, po-
drán ser removidos de su puesto de trabajo y realizar otras tareas que no requieran aten-
ción directa con el alumnado. La remoción ha de ser consecuencia de un expediente con-
tradictorio que finalice con una evaluación negativa realizada por la inspección educativa.

Disposición adicional cuadragésima novena. Programas y estrategias de aten-
ción al alumnado con necesidad específica de apoyo educativo

Las Administraciones educativas y la Administración local podrán desarrollar progra-
mas y estrategias de atención educativa complementaria de apoyo a la escolarización 
para el alumnado con necesidad específica de apoyo educativo, mediante fórmulas no 
contractuales, con entidades privadas sin ánimo de lucro, instituciones o asociaciones.
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DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera. Modificación de la Ley Orgánica 8/1985, 
de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. (La modificación de la 
LOE se realiza en la disposición final primera de la LOMLOE)

1.	 El artículo 4 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, queda redactado de la siguiente manera:
«1.	 Los padres o tutores, en relación con la educación de sus hijos o pupilos, 
tienen los siguientes derechos:

a)	 A que reciban una educación, con la máxima garantía de calidad, conforme 
con los fines establecidos en la Constitución, en el correspondiente Estatu-
to de Autonomía y en las leyes educativas.

b)	 A escoger centro docente tanto público como distinto de los creados por los 
poderes públicos.

c)	 A que reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones.

d)	 A estar informados sobre el progreso del aprendizaje e integración so-
cio-educativa de sus hijos.

e)	 A participar en el proceso de enseñanza y aprendizaje de sus hijos.
f )	 A participar en la organización, funcionamiento, gobierno y evaluación del 

centro educativo, en los términos establecidos en las leyes.
g)	 A ser oídos en aquellas decisiones que afecten a la orientación académica y 

profesional de sus hijos.

2. Asimismo, como primeros responsables de la educación de sus hijos o pupilos, 
les corresponde:

a)	 Adoptar las medidas necesarias, o solicitar la ayuda correspondiente en caso 
de dificultad, para que sus hijos o pupilos cursen las enseñanzas obligatorias 
y asistan regularmente a clase.

b)	 Proporcionar, en la medida de sus disponibilidades, los recursos y las con-
diciones necesarias para el progreso escolar.

c)	 Estimularles para que lleven a cabo las actividades de estudio que se les 
encomienden.

d)	 Participar de manera activa en las actividades que se establezcan en virtud 
de los compromisos educativos que los centros establezcan con las familias, 
para mejorar el rendimiento de sus hijos.
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e)	 Conocer, participar y apoyar la evolución de su proceso educativo, en cola-
boración con los profesores y los centros.

f )	 Respetar y hacer respetar las normas establecidas por el centro, la autoridad 
y las indicaciones u orientaciones educativas del profesorado.

g)	 Fomentar el respeto por todos los componentes de la comunidad educativa.»

2.	 El artículo 5.5 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho 
a la Educación, queda redactado de la siguiente manera:
«Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de asocia-
ción de los padres, así como la formación de federaciones y confederaciones.»

3.	 El artículo 6 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, queda redactado de la siguiente manera:
«1. Todos los alumnos tienen los mismos derechos y deberes, sin más distinciones 
que las derivadas de su edad y del nivel que estén cursando.

2.  Todos los alumnos tienen el derecho y el deber de conocer la Constitución Es-
pañola y el respectivo Estatuto de Autonomía, con el fin de formarse en los valores 
y principios reconocidos en ellos.

3.  Se reconocen a los alumnos los siguientes derechos básicos:
a)	 A recibir una formación integral que contribuya al pleno desarrollo de su 

personalidad.
b)	 A que se respeten su identidad, integridad y dignidad personales.
c)	 A que su dedicación, esfuerzo y rendimiento sean valorados y reconocidos 

con objetividad.
d)	 A recibir orientación educativa y profesional.
e)	 A que se respete su libertad de conciencia, sus convicciones religiosas y sus 

convicciones morales, de acuerdo con la Constitución.
f )	 A la protección contra toda agresión física o moral.
g)	 A participar en el funcionamiento y en la vida del centro, de conformidad 

con lo dispuesto en las normas vigentes.
h)	 A recibir las ayudas y los apoyos precisos para compensar las carencias y 

desventajas de tipo personal, familiar, económico, social y cultural, espe-
cialmente en el caso de presentar necesidades educativas especiales, que im-
pidan o dificulten el acceso y la permanencia en el sistema educativo.

i)	 A la protección social, en el ámbito educativo, en los casos de infortunio 
familiar o accidente.
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4.  Son deberes básicos de los alumnos:
a)	 Estudiar y esforzarse para conseguir el máximo desarrollo según sus capacidades.
b)	 Participar en las actividades formativas y, especialmente, en las escolares y 

complementarias.
c)	 Seguir las directrices del profesorado.
d)	 Asistir a clase con puntualidad.
e)	 Participar y colaborar en la mejora de la convivencia escolar y en la consecu-

ción de un adecuado clima de estudio en el centro, respetando el derecho de 
sus compañeros a la educación y la autoridad y orientaciones del profesorado.

f )	 Respetar la libertad de conciencia, las convicciones religiosas y morales, y la 
dignidad, integridad e intimidad de todos los miembros de la comunidad 
educativa.

g)	 Respetar las normas de organización, convivencia y disciplina del centro edu-
cativo, y

h)	 Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones del centro y materiales 
didácticos.»

4.	 Al artículo 7 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, se le añade un nuevo apartado, con la siguiente redacción:
«3.	 Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de aso-
ciación de los alumnos, así como la formación de federaciones y confederaciones.»

5.	 Al artículo 8 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, se le añade un nuevo párrafo con la siguiente redacción:
«A fin de estimular el ejercicio efectivo de la participación de los alumnos en 
los centros educativos y facilitar su derecho de reunión, los centros educativos 
establecerán, al elaborar sus normas de organización y funcionamiento, las con-
diciones en las que sus alumnos pueden ejercer este derecho. En los términos que 
establezcan las Administraciones educativas, las decisiones colectivas que adopten 
los alumnos, a partir del tercer curso de la educación secundaria obligatoria, con 
respecto a la asistencia a clase no tendrán la consideración de faltas de conducta 
ni serán objeto de sanción, cuando éstas hayan sido resultado del ejercicio del 
derecho de reunión y sean comunicadas previamente a la dirección del centro.»

6.	 El artículo 25 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, tendrá la siguiente redacción:
«Dentro de las disposiciones de la presente Ley y normas que la desarrollan, los 
centros privados no concertados gozarán de autonomía para establecer su régimen 
interno, seleccionar su profesorado de acuerdo con la titulación exigida por la le-
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gislación vigente, elaborar el proyecto educativo, organizar la jornada en función 
de las necesidades sociales y educativas de sus alumnos, ampliar el horario lectivo 
de áreas o materias, determinar el procedimiento de admisión de alumnos, esta-
blecer las normas de convivencia y definir su régimen económico.»

7.	 Al artículo 31 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, se le añade una nueva letra n) con el siguiente texto:
«n) Los Consejos Escolares de ámbito autonómico.»

8.	 El artículo 56.1 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho 
a la Educación, tendrá la siguiente redacción:
«1. El Consejo Escolar de los centros privados concertados estará constituido por:
–	 El director.
–	 Tres representantes del titular del centro.
–	 Un concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se 

halle radicado el centro.
–	 Cuatro representantes de los profesores.
–	 Cuatro representantes de los padres o tutores de los alumnos, elegidos por y 

entre ellos.
–	 Dos representantes de los alumnos elegidos por y entre ellos, a partir del pri-

mer curso de educación secundaria obligatoria.
–	 Un representante del personal de administración y servicios.
Una vez constituido el Consejo Escolar del centro, éste designará una persona 
que impulse medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre 
hombres y mujeres.
Además, en los centros específicos de educación especial y en aquéllos que tengan 
aulas especializadas, formará parte también del Consejo Escolar un representante 
del personal de atención educativa complementaria.
Uno de los representantes de los padres en el Consejo Escolar será designado por 
la asociación de padres más representativa en el centro.
Asimismo, los centros concertados que impartan formación profesional podrán 
incorporar a su Consejo Escolar un representante del mundo de la empresa, desig-
nado por las organizaciones empresariales, de acuerdo con el procedimiento que 
las Administraciones educativas establezcan.»

9.	 El artículo 57 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, tendrá la siguiente redacción en sus apartados c), d), f ) y m):
«c)	 Participar en el proceso de admisión de alumnos, garantizando la sujeción a 
las normas sobre el mismo.
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d)	 Conocer la resolución de conflictos disciplinarios y velar porque se atengan a la 
normativa vigente. Cuando las medidas disciplinarias adoptadas por el director 
correspondan a conductas del alumnado que perjudiquen gravemente la convi-
vencia del centro, el Consejo Escolar, a instancia de padres o tutores, podrá revisar 
la decisión adoptada y proponer, en su caso, las medidas oportunas.

f )	 Aprobar y evaluar la programación general del centro que con carácter anual ela-
borará el equipo directivo.

m)	Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igual-
dad entre hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los 
ámbitos de la vida personal, familiar y social.»

10.	El artículo 62 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a 
la Educación, tendrá la siguiente redacción:
«1. Son causa de incumplimiento leve del concierto por parte del titular del centro 
las siguientes:

a)	 Percibir cantidades por actividades escolares complementarias o extraesco-
lares o por servicios escolares que no hayan sido autorizadas por la Admi-
nistración educativa o por el Consejo Escolar del centro, de acuerdo con lo 
que haya sido establecido en cada caso.

b)	 Infringir las normas sobre participación previstas en el presente título.
c)	 Proceder a despidos del profesorado cuando aquéllos hayan sido declarados 

improcedentes por sentencia de la jurisdicción competente.
d)	 Infringir la obligación de facilitar a la Administración los datos necesarios 

para el pago delegado de los salarios.
e)	 Infringir el principio de voluntariedad y no discriminación de las activida-

des complementarias, extraescolares y servicios complementarios.
f )	 Cualesquiera otros que se deriven de la violación de las obligaciones esta-

blecidas en el presente título, o en las normas reglamentarias a las que hace 
referencia los apartados 3 y 4 del artículo 116 de la Ley Orgánica de Edu-
cación o de cualquier otro pacto que figure en el documento de concierto 
que el centro haya suscrito.

2.	 Son causas de incumplimiento grave del concierto por parte del titular del 
centro las siguientes:

a)	 Las causas enumeradas en el apartado anterior cuando del expediente ad-
ministrativo instruido al efecto y, en su caso, de sentencia de la jurisdicción 
competente, resulte que el incumplimiento se produjo por ánimo de lucro, 
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con intencionalidad evidente, con perturbación manifiesta en la prestación 
del servicio de la enseñanza o de forma reiterada o reincidente.

b)	 Impartir las enseñanzas objeto del concierto contraviniendo el principio de 
gratuidad.

c)	 Infringir las normas sobre admisión de alumnos.
d)	 Separarse del procedimiento de selección y despido del profesorado estable-

cido en los artículos precedentes.
e)	 Lesionar los derechos reconocidos en los artículos 16 y 20 de la Constitu-

ción, cuando así se determine por sentencia de la jurisdicción competente.
f )	 Incumplir los acuerdos de la Comisión de Conciliación.
g)	 Cualesquiera otros definidos como incumplimientos graves en el presente 

título o en las normas reglamentarias a que hacen referencia los apartados 3 
y 4 del artículo 116 de la Ley Orgánica de Educación.

No obstante lo anterior, cuando del expediente administrativo instruido al efecto 
resulte que el incumplimiento se produjo sin ánimo de lucro, sin intencionalidad 
evidente y sin perturbación en la prestación de la enseñanza y que no existe reite-
ración ni reincidencia en el incumplimiento, éste será calificado de leve.

2 bis.   Son causas de incumplimiento muy grave del concierto la reiteración o 
reincidencia de incumplimientos graves.

3.  La reiteración de incumplimientos a los que se refieren los apartados anterio-
res se constatará por la Administración educativa competente con arreglo a los 
siguientes criterios:

a)	 Cuando se trate de la reiteración de los incumplimientos cometidos con an-
terioridad, bastará con que esta situación se ponga de manifiesto mediante 
informe de la inspección educativa correspondiente.

b)	 Cuando se trate de un nuevo incumplimiento de tipificación distinta al co-
metido con anterioridad, será necesaria la instrucción del correspondiente 
expediente administrativo.

4.  El incumplimiento leve del concierto dará lugar:
a)	 Apercibimiento por parte de la Administración educativa.
b) 	Si el titular no subsanase el incumplimiento leve, la administración impon-

drá una multa de entre la mitad y el total del importe de la partida «otros 
gastos» del módulo económico de concierto educativo vigente en el periodo 
en que se determine la imposición de la multa. La Administración educativa 
sancionadora determinará el importe de la multa, dentro de los límites es-
tablecidos y podrá proceder al cobro de la misma por vía de compensación 
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contra las cantidades que deba abonar al titular del centro en aplicación del 
concierto educativo.

5.  El incumplimiento grave del concierto educativo dará lugar a la imposición de 
multa, que estará comprendida entre el total y el doble del importe de la partida 
«otros gastos» del módulo económico de concierto educativo vigente en el periodo 
en el que se determine la imposición de la multa. La Administración educativa san-
cionadora determinará el importe de la multa, dentro de los límites establecidos y 
podrá proceder al cobro de la misma por vía de compensación contra las cantidades 
que deba abonar al titular del centro en aplicación del concierto educativo.

6.  El incumplimiento muy grave del concierto dará lugar a la rescisión del con-
cierto. En este caso, con el fin de no perjudicar a los alumnos ya escolarizados en 
el centro, las Administraciones educativas podrán imponer la rescisión progresiva 
del concierto.

7.  El incumplimiento y la sanción muy grave prescribirán a los tres años, el grave 
a los dos años y el leve al año. El plazo de prescripción se interrumpirá con la cons-
titución de la Comisión de Conciliación para la corrección del incumplimiento 
cometido por el centro concertado.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, 
de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

Se añade una nueva letra al artículo 29.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública, con la siguiente redacción:
«ñ)	Cuando sean nombrados para desempeñar puestos en las Áreas Funcionales de 

la Alta Inspección de Educación funcionarios de los cuerpos docentes o escalas 
en que se ordena la función pública docente.»

Disposición final tercera. Referencias contenidas en la Ley.

1.	 Todas las referencias contenidas en las disposiciones vigentes a las enseñanzas co-
munes, se entenderán realizadas a los aspectos básicos del currículo que constitu-
yen las enseñanzas mínimas.

2.	 Todas las referencias contenidas en las disposiciones vigentes a los títulos de Gra-
duado se entenderán referidas tanto a Graduado como a Graduada. Asimismo las 
referencias a los títulos de Técnico se entenderán referidas tanto a Técnico como a 
Técnica.
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Disposición final cuarta. Autonomía de gestión económica de los centros 
docentes públicos no universitarios.

Continuará en vigor, con las modificaciones derivadas de la presente Ley, la Ley 
12/1987, de 2 de julio, sobre establecimiento de la gratuidad de los estudios de ba-
chillerato, formación profesional y artes aplicadas y oficios artísticos en los centros 
públicos y la autonomía de gestión económica de los centros docentes públicos 
no universitarios.

Disposición final quinta. Título competencial.

1.	 La presente Ley se dicta con carácter básico al amparo de la competencia que 
corresponde al Estado conforme al artículo 149.1.1.ª, 18.ª y 30.ª de la Constitu-
ción. Se exceptúan del referido carácter básico los siguientes preceptos: artículos 
7; 8.1 y 8.3; 9; 11.1 y 11.3; 12.4; 14.6; 15.3; 18.4; 18.5; 22.8; 24.6; 24.7; 26.1; 
26.2; 35; 42.3; 47; 58.4, 58.5, 58.6, 58.7 y 58.8; 60.3 y 60.4; 66.2 y 66.4; 67.2, 
67.3, 67.6, 67.7 y 67.8; 68.3; 72.4 y 72.5; 89; 90; 100.3; 101; 102.3 y 102.4; 
103.1; 105.2; 106.2 y 106.3; 111 bis.4;; 112.2, 112.4; 112.5 y 112.6; 113.3 
y 113.4; 122.2 y 122.3; 122 bis; 123.2, 123.3, 123.4 y 123.5; 124.1, 124.2 y 
124.4; 125; 130.1; 131.2 y 131.5; 144.3; 145; 146; 147.2; 154; disposición adi-
cional decimoquinta, apartados 1, 4, 5 y 7; disposición adicional trigésima cuarta, 
disposición adicional cuadragésima, disposición adicional cuadragésima primera, 
disposición final tercera y disposición final cuarta.

2.	 Los artículos 30.4; 31.1 y 2; 37; 39.6, primer inciso; 41.2 y 3; 44.1, 2 y 3; 50; 53; 
54.2 y 3; 55.2 y 3; 56; 57.2, 3 y 4; 65, se dictan al amparo de la competencia ex-
clusiva del Estado sobre la regulación de las condiciones de obtención, expedición 
y homologación de títulos académicos y profesionales.

Disposición final sexta. Desarrollo de la presente Ley.

Las normas de esta Ley podrán ser desarrolladas por las Comunidades Autónomas, 
a excepción de las relativas a aquellas materias cuya regulación se encomienda por 
la misma al Gobierno o que corresponden al Estado conforme a lo establecido en la 
disposición adicional primera, número 2, de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, 
Reguladora del Derecho a la Educación.

Disposición final séptima. Carácter de Ley Orgánica de la presente Ley.

Tienen carácter de Ley Orgánica el capítulo I del título preliminar; los artículos 3; 
4; 5.1, 5.2; el capítulo III del título preliminar; los artículos 16; 17; 18.1,18.2, 18.3, 
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19.1; 22; 23; 24; 25; 27; 30; 32; 33; 34; 36; 38; 39; 40; 41; 43; 44; 68; 71; 74; 78; 
79 bis; 80; 81.3 y 81.4; 82; 83; 84.1, 84.2, 84.3, 84.4, 84.5, 84.6, 84.7, 84.8 y 84.9; 
85; 86; 87; 108; 109; 110; 115; el capítulo IV del título IV; los artículos 118; 119; 
126.1 y 126.2; 127; 128; 129; 131; 132; 133; 148; 149; 150; 151; 152; 153; las 
disposiciones adicionales decimosexta, decimoséptima, trigésima tercera y trigésima 
sexta; el apartado uno de la disposición adicional trigésima novena; la disposición 
transitoria sexta, apartado tercero; la disposición transitoria décima; las disposiciones 
finales primera, sexta y séptima, y la disposición derogatoria única.

Disposición final octava. Entrada en vigor.

La presente Ley orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».
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DISPOSICIONES PROPIAS DE LA LOMLOE

DISPOSICIONES ADICIONALES

Disposición adicional primera. Centros autorizados para impartir 
la modalidad de ciencias y tecnología en bachillerato.

Los centros docentes privados de bachillerato que a la entrada en vigor de la presente 
Ley impartan la modalidad de ciencias, quedarán automáticamente autorizados para 
impartir la modalidad de ciencias y tecnología, establecida en esta Ley.

Disposición adicional segunda. Vigencia de las titulaciones.

1.	 El título Profesional Básico de las enseñanzas de formación profesional regulado 
por la Ley Orgánica 3/2006, de Educación tras la redacción de la Ley Orgánica 
8/2013, de 9 diciembre, para la mejora de la calidad educativa, será equivalente a 
efectos laborales al título de Técnico Básico regulado en el artículo 30 de esta Ley.

2.	 El título de Técnico o Técnica de las Enseñanzas Profesionales de Música o de 
Danza regulado por la Ley Orgánica 3/2006, de Educación tras la redacción de 
la Ley 8/2013, de 9 diciembre, para la mejora de la calidad educativa, será equi-
valente a todos los efectos al título profesional al que se refiere el apartado 1 del 
artículo 50 de esta Ley.

Disposición adicional tercera. Extensión de la educación infantil.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno, en colabo-
ración con las Administraciones educativas, elaborará un plan de ocho años de dura-
ción para la extensión del primer ciclo de educación infantil de manera que avance 
hacia una oferta pública suficiente y asequible con equidad y calidad y garantice su 
carácter educativo. En su progresiva implantación se tenderá a la extensión de su 
gratuidad, priorizando el acceso del alumnado en situación de riesgo de pobreza y 
exclusión social y la situación de baja tasa de escolarización.

Disposición adicional cuarta. Evolución de la escolarización del alumnado con 
necesidades educativas especiales.

Las Administraciones educativas velarán para que las decisiones de escolarización ga-
ranticen la respuesta más adecuada a las necesidades específicas de cada alumno o 
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alumna, de acuerdo con el procedimiento que se recoge en el artículo 74 de esta Ley. 
El Gobierno, en colaboración con las Administraciones educativas, desarrollará un 
plan para que, en el plazo de diez años, de acuerdo con el artículo 24.2.e) de la Con-
vención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas y 
en cumplimiento del cuarto Objetivo de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, 
los centros ordinarios cuenten con los recursos necesarios para poder atender en las 
mejores condiciones al alumnado con discapacidad. Las Administraciones educativas 
continuarán prestando el apoyo necesario a los centros de educación especial para 
que estos, además de escolarizar a los alumnos y alumnas que requieran una atención 
muy especializada, desempeñen la función de centros de referencia y apoyo para los 
centros ordinarios.

Disposición adicional quinta. Prioridades en los Programas 
de cooperación territorial.

A fin de alcanzar las metas del objetivo 4 de la Agenda 2030, el Gobierno, en cola-
boración con las Administraciones educativas, promoverá durante el periodo de im-
plantación de esta Ley los programas de cooperación territorial como línea estratégica 
de actuación, con especial atención a mejorar los niveles de escolarización accesible 
y asequible en el primer ciclo de educación infantil y en formación profesional, así 
como para promover el desarrollo de las competencias, la educación inclusiva, la pre-
vención y reducción del abandono temprano de la educación y la formación, el plu-
rilingüismo, el fortalecimiento de la escuela rural e insular y el desarrollo profesional 
docente.

Disposición adicional sexta. Educación para el desarrollo sostenible 
y para la ciudadanía mundial.

Tal como se establece en el cuarto Objetivo de Desarrollo Sostenible de la Agenda 
2030, la educación para el desarrollo sostenible y para la ciudadanía mundial se ten-
drá en cuenta en los procesos de formación del profesorado y en el acceso a la función 
docente. De acuerdo con lo anterior, para el año 2022 los conocimientos, habilidades 
y actitudes relativos a la educación para el desarrollo sostenible y para la ciudadanía 
mundial habrán sido incorporados al sistema de acceso a la función docente. Asi-
mismo, en 2025 todo el personal docente deberá haber recibido cualificación en las 
metas establecidas en la Agenda 2030.
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Disposición adicional séptima. Normativa sobre el desarrollo 
de la profesión docente.

A fin de que el sistema educativo pueda afrontar en mejores condiciones los nuevos 
retos demandados por la sociedad e impulsar el desarrollo de la profesión docente, el 
Gobierno, consultadas las comunidades autónomas y los representantes del profeso-
rado, presentará, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta ley, una 
propuesta normativa que regule, entre otros aspectos, la formación inicial y perma-
nente, el acceso y el desarrollo profesional docente.

Disposición adicional octava. Plan de incremento del gasto público educativo.

Con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en la presente Ley para dotar al 
conjunto del sistema educativo de los recursos económicos vinculados a los objetivos 
previstos en la misma, el plan de incremento del gasto público previsto en el artículo 
155.2 se formulará en el plazo de dos años a partir del momento de entrada en vigor 
de la Ley. En todo caso, dicho plan contemplará el incremento del gasto público 
educativo mencionado hasta un mínimo del 5 por ciento del producto interior bruto.

Disposición adicional novena. Regulación de las Enseñanzas Artísticas Superiores.

En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno, previa 
consulta a las comunidades autónomas, al Consejo Superior de Enseñanzas Artísti-
cas y oído el Consejo de Universidades, presentará una propuesta normativa para la 
regulación de las condiciones básicas para la organización de las enseñanzas artísticas 
superiores previstas en el artículo 58, además de las que se refieren a las titulaciones y 
requisitos del profesorado derivados de las condiciones de inserción de estas enseñan-
zas en el marco de la educación superior.

Del mismo modo el Gobierno incluirá en dicha propuesta la organización y equiva-
lencias de las enseñanzas artísticas profesionales y su relación con el Catálogo Nacio-
nal de las Cualificaciones Profesionales.

Disposición adicional décima: Plan de Contingencia para situaciones 
de emergencia.

El Ministerio de Educación y Formación Profesional en colaboración con las admi-
nistraciones educativas definirán un modelo de Plan de Contingencia para dar conti-
nuidad a la actividad educativa, de modo que garantice el derecho a la educación del 
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alumnado en cualquier circunstancia. Así mismo, velarán por su desarrollo, cumpli-
miento y actualización en todos los centros educativos.

Este Plan incluirá aspectos organizativos y de funcionamiento del centro, la coordi-
nación de los órganos de gobierno y de coordinación docente y las medidas que facili-
ten la comunicación con la comunidad educativa. Asimismo, recogerá, en su caso, la 
participación de los distintos miembros de la comunidad educativa en la mitigación 
y respuesta ante la situación de emergencia.

De igual modo, contendrá las medidas que garanticen la competencia digital del 
alumnado y profesorado, reduciendo en lo posible las brechas digitales de acceso y 
uso, y las previsiones para la revisión de los elementos del currículo y de las progra-
maciones didácticas centradas en los aspectos más competenciales del currículo.

A tal fin el Gobierno regulará las normas necesarias para la aplicación de las medidas 
excepcionales y transitorias derivadas del Plan de Contingencia para situaciones de 
emergencia.

Disposición adicional undécima. Profesorado del Cuerpo a extinguir 
de Profesores Técnicos de Formación Profesional.

1.	 Se integran en el cuerpo de profesores de enseñanza secundaria las especialidades 
de formación profesional incluidas en el cuerpo a extinguir de profesores técnicos 
de formación profesional, manteniendo la atribución docente reconocida por la 
normativa vigente.

2.	 El Gobierno, de acuerdo con las administraciones educativas, establecerá el proce-
dimiento para el ingreso en este cuerpo, así como para el acceso al mismo del pro-
fesorado técnico de formación profesional que estuviera en posesión en la fecha 
de entrada en vigor de esta Ley Orgánica de la titulación de grado universitario, 
o equivalente a efectos de acceso a la función pública, en las condiciones que se 
determinen.

3.	 Los funcionarios de carrera del cuerpo de profesores técnicos de formación profe-
sional que, por no reunir los requisitos de titulación exigidos en la fecha de entra-
da en vigor de esta Ley, no puedan acceder al cuerpo de profesores de enseñanza 
secundaria, permanecerán en el cuerpo a extinguir de profesores técnicos de for-
mación profesional. Estos profesores mantendrán su especialidad y la atribución 
docente reconocida por la normativa vigente.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Disposición transitoria primera. Pruebas finales de etapa.

1.	 Con el fin de posibilitar el diagnóstico de debilidades y el diseño e implantación 
de medidas de mejora de la calidad del sistema educativo español, y en tanto no se 
implanten las evaluaciones generales del sistema educativo previstas en el artículo 
143 de esta ley, el Gobierno regulará el calendario y las características de dichas 
pruebas de Educación Primaria y de Educación Secundaria Obligatoria corres-
pondientes a este periodo.

2.	 Hasta el inicio del curso siguiente a la entrada en vigor de esta Ley, la evaluación 
de bachillerato para el acceso a los estudios universitarios tendrá las siguientes 
características:

a)	 La evaluación únicamente se tendrá en cuenta para el acceso a la universidad, 
pero su superación no será necesaria para obtener el título de Bachiller.

b)	 Podrá presentarse a la evaluación el alumnado que esté en posesión del tí-
tulo de Bachiller, así como el alumnado que se encuentre en alguna de las 
situaciones contempladas en la disposición adicional tercera del Real Decreto 
310/2016, de 29 de julio, por el que se regulan las evaluaciones finales de Edu-
cación Secundaria Obligatoria y de Bachillerato.

c)	 Las Administraciones educativas, en colaboración con las universidades, de 
acuerdo con sus competencias en materia de acceso a la universidad, que asu-
mirán las mismas funciones y responsabilidades que tenían en relación con las 
Pruebas de Acceso a la Universidad, organizarán la realización material de la 
prueba para el acceso a la universidad y garantizarán la adecuación de la mis-
ma al currículo de bachillerato. No obstante, cada Administración educativa 
podrá delimitar el alcance de la colaboración de sus universidades en la realiza-
ción de la prueba. Dicha evaluación tendrá validez para el acceso a las distintas 
titulaciones de las universidades españolas.

d)	 La adquisición de las competencias se evaluará a través de las materias de se-
gundo curso y, en su caso, de la materia Lengua Cooficial y Literatura. Los 
alumnos que quieran mejorar su nota de admisión podrán examinarse de hasta 
cuatro materias de opción del bloque de las asignaturas de modalidad de se-
gundo curso.
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3.	 Hasta la aplicación de las modificaciones introducidas en esta Ley en relación con 
las condiciones de titulación en educación secundaria obligatoria y bachillerato, 
para la obtención de los títulos correspondientes no será necesaria la superación 
de las evaluaciones finales de estas etapas.

Disposición transitoria segunda. Acceso a la universidad.

Hasta la implantación de las modificaciones previstas en esta Ley en relación con el 
acceso y admisión a las enseñanzas universitarias oficiales de grado, se realizará de la 
siguiente forma:

a)	 Los requisitos de acceso a las enseñanzas universitarias oficiales de grado del alum-
nado que hayan obtenido el título de Bachiller serán los siguientes:

La calificación obtenida en la prueba que realicen los alumnos que quieran ac-
ceder a la universidad a la que se refiere el artículo 36 bis de la Ley Orgánica 
2/2006, de 3 de mayo tras la redacción dada por la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de 
diciembre, será la media aritmética de las calificaciones numéricas de cada una de 
las materias y, en su caso, de la materia Lengua Cooficial y Literatura, expresada 
en una escala de 0 a 10 con dos cifras decimales y redondeada a la centésima. Esta 
calificación deberá ser igual o superior a 4 puntos, para que pueda ser tenida en 
cuenta en el acceso a las enseñanzas universitarias oficiales de grado.

La calificación para el acceso a estudios universitarios de este alumnado se calcu-
lará ponderando un 40 por 100 la calificación de la prueba señalada en el párrafo 
anterior y un 60 por 100 la calificación final de la etapa. Se entenderá que se 
reúnen los requisitos de acceso cuando el resultado de esta ponderación sea igual 
o superior a cinco puntos.

La calificación obtenida en cada una de las materias de modalidad de la prueba 
señalada anteriormente podrá ser tenida en cuenta para la admisión a las ense-
ñanzas universitarias oficiales de Grado cuando tenga lugar un procedimiento de 
concurrencia competitiva.

Las Administraciones educativas, en colaboración con las universidades, de acuer-
do con sus competencias en materia de acceso a la Universidad, asumirán las mis-
mas funciones y responsabilidades que tenían en relación con las Pruebas de Ac-
ceso a la Universidad, organizarán la realización material de la prueba señalada en 
el párrafo anterior para el acceso a la universidad y garantizarán la adecuación de 
la misma al currículo de bachillerato. No obstante, cada Administración educativa 
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podrá delimitar el alcance de la colaboración de sus universidades en la realización 
de la prueba. Dicha evaluación tendrá validez para el acceso a las distintas titula-
ciones de las universidades españolas.

b)	 Podrá acceder a la universidad sin necesidad de realizar las pruebas finales regula-
das en el apartado tres de la disposición transitoria primera el alumnado al que se 
refiere la disposición adicional trigésima tercera.

Disposición transitoria segunda bis. Estándares de aprendizaje evaluables.

Hasta la implantación de las modificaciones introducidas en esta Ley relativas al cu-
rrículo, la organización y objetivos de educación primaria, educación secundaria obli-
gatoria y bachillerato, los estándares de aprendizaje evaluables, a los que se refiere el 
artículo 6 bis, tras la redacción de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la 
mejora de la calidad educativa, tendrán carácter orientativo.

Disposición transitoria tercera. Obtención del título de 
Educación Secundaria Obligatoria al superar la Formación Profesional Básica.

Hasta la implantación de las modificaciones introducidas en esta Ley relativas a la 
evaluación y titulación de los ciclos formativos básicos el alumnado que obtenga el tí-
tulo Profesional Básico podrá lograr el título de Graduado o Graduada en Educación 
Secundaria Obligatoria, siempre que haya superado las enseñanzas de los bloques y 
módulos en los que están organizados estos ciclos y el equipo docente considere que 
se han alcanzado los objetivos de educación secundaria obligatoria y adquirido las 
competencias correspondientes.

Disposición transitoria cuarta. Adaptación de los centros.

Los centros que atiendan de manera regular a niños y niñas menores de tres años y 
que a la entrada en vigor de esta Ley no estén autorizados como centros de educación 
infantil, dispondrán para adaptarse a los requisitos mínimos previstos en el artículo 
14.7 del plazo máximo que se establezca.

Disposición transitoria quinta. Aplicación de las normas reglamentarias.

En las materias cuya regulación remite la presente Ley a ulteriores disposiciones re-
glamentarias, y en tanto estas no sean dictadas, serán de aplicación, en cada caso, las 
normas de este rango hasta ahora vigentes.



210

ANPE Sindicato Independiente

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA

Derogación normativa:

1.	 Queda derogada la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre para la mejora de la 
calidad educativa.

2.	 Queda derogado el Real Decreto-Ley 5/2016, de 9 de diciembre, de medidas 
urgentes para la ampliación del calendario de implantación de la Ley Orgánica 
8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa.

3.	 Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en la presente Ley.
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DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera. Modificación de la Ley Orgánica 8/1985, 
de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.

Se modifican los siguientes artículos y disposiciones de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 
de julio, reguladora del Derecho a la Educación, quedando redactado de la siguiente 
manera:

Uno. Artículo cuarto.

«1.	Los padres, madres o tutores, en relación con la educación de sus hijos e hijas o 
pupilos y pupilas, tienen los siguientes derechos:

a)	 A que reciban una educación, con la máxima garantía de calidad, conforme 
con los fines establecidos en la Constitución, en el correspondiente Estatuto 
de Autonomía y en las leyes educativas.

b)	 A escoger centro docente tanto público como distinto de los creados por los 
poderes públicos.

c)	 A que reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus pro-
pias convicciones.

d)	 A estar informados sobre el progreso del aprendizaje e integración socio- edu-
cativa de sus hijos e hijas.

e)	 A participar en el proceso de enseñanza y aprendizaje de sus hijos e hijas.
f )	 A participar en la organización, funcionamiento, gobierno y evaluación del 

centro educativo, en los términos establecidos en las leyes.
g)	 A ser oídos en aquellas decisiones que afecten a la orientación académica y 

profesional de sus hijos e hijas.

2.	 Asimismo, como primeros responsables de la educación de sus hijos e hijas o pu-
pilos y pupilas, les corresponde:

a)	 Adoptar las medidas necesarias, o solicitar la ayuda correspondiente en caso de 
dificultad, para que sus hijos e hijas o pupilos y pupilas cursen las enseñanzas 
obligatorias y asistan regularmente a clase.

b)	 Proporcionar, en la medida de sus disponibilidades, los recursos y las condi-
ciones necesarias para el progreso escolar. Asimismo deberán informar de las 
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dificultades que puedan tener sus hijos o hijas en sus procesos de aprendizaje o 
socialización.

c)	 Estimularles para que lleven a cabo las actividades de estudio que se les enco-
mienden.

d)	 Participar de manera activa en las actividades que se establezcan en virtud de 
los compromisos educativos que los centros establezcan con las familias, para 
mejorar el rendimiento de sus hijos e hijas.

e)	 Conocer, participar y apoyar la evolución de su proceso educativo, en colabo-
ración con el profesorado y los centros.

f )	 Respetar y hacer respetar las normas establecidas por el centro, la autoridad y 
las indicaciones u orientaciones educativas del profesorado.

g)	 Fomentar el respeto por todos los componentes de la comunidad educativa.
h) 	Participar de forma cooperativa en aquellos proyectos y tareas que se les pro-

pongan desde el centro educativo.»

Dos. Apartado 5 del artículo quinto.

«Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de asociación 
de madres y padres, así como la formación de federaciones y confederaciones.»

Tres. Artículo sexto.

«1.	Todos los alumnos y alumnas tienen los mismos derechos y deberes, sin más dis-
tinciones que las derivadas de su edad y del nivel que estén cursando.

2.	 Todos los alumnos y alumnas tienen el derecho y el deber de conocer la Constitu-
ción Española y el respectivo Estatuto de Autonomía, con el fin de formarse en los 
valores y principios reconocidos en ellos.

3.	 Se reconocen al alumnado los siguientes derechos básicos:

a)	 A recibir una formación integral que contribuya al pleno desarrollo de su per-
sonalidad.

b)	 A que se respeten su identidad, integridad y dignidad personales.
c)	 A que su dedicación, esfuerzo y rendimiento sean valorados y reconocidos con 

objetividad.
d)	 A recibir orientación educativa y profesional.
e)	 A una educación inclusiva y de calidad.
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f )	 A que se respete su libertad de conciencia, sus convicciones religiosas y sus 
convicciones morales, de acuerdo con la Constitución.

g)	 A la protección contra toda intimidación, discriminación y situación de vio-
lencia o acoso escolar.

h)	 A expresar sus opiniones libremente, respetando los derechos y la reputación 
de las demás personas, en el marco de las normas de convivencia del centro.

i)	 A participar en el funcionamiento y en la vida del centro, de conformidad con 
lo dispuesto en las normas vigentes.

j)	 A recibir las ayudas y los apoyos precisos para compensar las carencias y des-
ventajas de tipo personal, familiar, económico, social y cultural, especialmente 
en el caso de presentar necesidades educativas especiales, que impidan o difi-
culten el acceso y la permanencia en el sistema educativo.

k)	 A la protección social, en el ámbito educativo, en los casos de infortunio fami-
liar o accidente.

4.	 Son deberes básicos de los alumnos y las alumnas:

a)	 Estudiar y esforzarse para conseguir el máximo desarrollo según sus capacidades.
b)	 Participar en las actividades formativas y, especialmente, en las escolares y en 

las complementarias gratuitas.
c)	 Seguir las directrices del profesorado.
d)	 Asistir a clase con puntualidad.
e)	 Participar y colaborar en la mejora de la convivencia escolar y en la consecu-

ción de un adecuado clima de estudio en el centro, respetando el derecho de 
sus compañeros y compañeras a la educación y la autoridad y orientaciones del 
profesorado.

f )	 Respetar la libertad de conciencia, las convicciones religiosas y morales, y la 
diversidad, dignidad, integridad e intimidad de todos los miembros de la co-
munidad educativa.

g)	 Respetar las normas de organización, convivencia y disciplina del centro educativo.
h)	 Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones del centro y materiales 

didácticos.»

Cuatro. El apartado 3 del artículo séptimo queda redactado en los 
siguientes términos:

«3.	Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio del derecho de asociación de 
los alumnos y alumnas, así como la formación de federaciones y confederaciones.”
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Cinco. El último párrafo del artículo octavo queda redactado en los 
siguientes términos:

«A fin de estimular el ejercicio efectivo de la participación del alumnado en los cen-
tros educativos y facilitar su derecho de reunión, los centros educativos establecerán, 
al elaborar sus normas de organización y funcionamiento, las condiciones en las que 
sus alumnos y alumnas pueden ejercer este derecho. En los términos que establezcan 
las Administraciones educativas, las decisiones colectivas que adopte el alumnado, 
a partir del tercer curso de educación secundaria obligatoria, con respecto a la asis-
tencia a clase no tendrán la consideración de faltas de conducta ni serán objeto de 
sanción, cuando estas hayan sido resultado del ejercicio del derecho de reunión y sean 
comunicadas previamente a la dirección del centro.»

Seis. El artículo vigésimo quinto queda redactado en los siguientes términos:

«Dentro de las disposiciones de la presente Ley y normas que la desarrollan, los cen-
tros privados no concertados gozarán de autonomía para establecer su régimen inter-
no, seleccionar su profesorado de acuerdo con la titulación exigida por la legislación 
vigente, elaborar el proyecto educativo, organizar la jornada en función de las nece-
sidades sociales y educativas de sus alumnos y alumnas, ampliar el horario lectivo de 
áreas o materias, determinar el procedimiento de admisión del alumnado, establecer 
las normas de convivencia y definir su régimen económico.»

Siete. El artículo quincuagésimo queda redactado en los siguientes términos:

«Los centros concertados cuya titularidad sea reconocida como entidad sin ánimo de 
lucro o en régimen de cooperativa se considerarán asimilados a las fundaciones benéfi-
co-docentes a efectos de la aplicación a los mismos de los beneficios, fiscales y no fisca-
les, que estén reconocidos a las citadas entidades, con independencia de cuantos otros 
pudieran corresponderles en consideración a la actividad educativa que desarrollan.»

Ocho. El apartado 2 del artículo quincuagésimo cuarto queda redactado en los 
siguientes términos: «2. Las facultades del director o directora serán:

a)	 Dirigir y coordinar todas las actividades educativas del centro, de acuerdo con 
las disposiciones vigentes, sin perjuicio de las funciones del Consejo Escolar del 
centro.

b)	 Ejercer la jefatura del personal docente.
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c)	 Convocar y presidir los actos académicos y las reuniones de todos los órganos 
colegiados del centro.

d)	 Visar las certificaciones y documentos académicos del centro.
e)	 Ejecutar los acuerdos de los órganos colegiados en el ámbito de sus facultades.
f )	 Imponer las medidas correctoras que correspondan a los alumnos y alumnas en 

cumplimiento de la normativa vigente, sin perjuicio de las competencias atribui-
das al consejo escolar.

g)	 Cuantas otras facultades le atribuyan las normas de organización y funcionamien-
to del centro.»

Nueve. El apartado 1 del artículo quincuagésimo sexto queda redactado en los 
siguientes términos:

«1.	El Consejo Escolar de los centros privados concertados estará constituido por:

–	 El director o directora.
–	 Tres representantes del titular del centro.
–	 Cuatro representantes del profesorado.
–	 Cuatro representantes de los padres, madres o tutores de los alumnos y alum-

nas, elegidos por y entre ellos.
–	 Dos representantes del alumnado elegidos por y entre el mismo, a partir del 

primer curso de educación secundaria obligatoria.
–	 Un representante del personal de administración y servicios.
–	 Un representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle radica-

do el centro, en las condiciones que dispongan las Administraciones educativas.

En la composición del Consejo Escolar se deberá promover la presencia equilibra-
da entre mujeres y hombres.

Una vez constituido el Consejo Escolar del centro, este designará una persona que 
impulse medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva de mujeres y 
hombres y la prevención de la violencia de género, promoviendo los instrumentos 
necesarios para hacer un seguimiento de las posibles situaciones de violencia de 
género que se puedan dar en el centro.

Además, en los centros específicos de educación especial y en aquellos que tengan 
aulas especializadas, formará parte también del Consejo Escolar un representante 
del personal de atención educativa complementaria.
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Uno de los representantes de las familias en el Consejo Escolar será designado por 
la asociación de madres y padres más representativa en el centro.

Asimismo, los centros concertados que impartan formación profesional podrán 
incorporar a su Consejo Escolar un representante del mundo de la empresa, desig-
nado por las organizaciones empresariales, de acuerdo con el procedimiento que 
las Administraciones educativas establezcan.»

Diez. El artículo quincuagésimo séptimo tendrá la siguiente redacción en sus 
apartados c), d), f ) y n), añadiéndose un nuevo apartado d bis):

«c)	Participar en el proceso de admisión del alumnado, garantizando la sujeción a las 
normas sobre el mismo.

d)	 Impulsar la adopción y seguimiento de medidas educativas que fomenten el reco-
nocimiento y protección de los derechos de las personas menores de edad.

d bis)  Conocer las conductas contrarias a la convivencia en el centro y la aplicación 
de las medidas correctoras, velando por que se atengan a la normativa vigente. 
Cuando las medidas disciplinarias adoptadas por el director o directora corres-
pondan a conductas del alumnado que perjudiquen gravemente la convivencia 
del centro, el Consejo Escolar, a instancia de madres, padres o tutores, podrá 
valorar la situación y proponer, en su caso, las medidas oportunas.

f )	 Informar y evaluar la programación general del centro que con carácter anual 
elaborará el equipo directivo.

n)	 Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la 
igualdad de trato y la no discriminación, la igualdad de mujeres y hombres, la 
prevención de la violencia de género y la resolución pacífica de conflictos en todos 
los ámbitos de la vida personal, familiar y social.»

Once. El apartado 1 del artículo quincuagésimo noveno queda redactado en los 
siguientes términos:

«1.	El director o directora de los centros concertados será nombrado por el titular, de 
entre el profesorado del centro con un año de permanencia en el mismo o tres de 
docencia en otro centro docente de la misma entidad titular, previo informe del 
Consejo Escolar del centro, que será adoptado por mayoría de sus miembros.»

Doce. El artículo sexagésimo queda redactado en los siguientes términos:

«1.	Las vacantes del personal docente que se produzcan en los centros concertados se 
anunciarán públicamente.
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2.	 A efectos de su provisión, el Consejo Escolar del centro, a propuesta del titular, 
establecerá los criterios de selección, que atenderán básicamente a los principios 
de mérito y capacidad en relación al puesto docente que vayan a ocupar.

3.	 El titular del centro junto con el director o directora procederá a la selección del 
personal, de acuerdo con los criterios de selección establecidos.

4.	 El titular del centro dará cuenta al Consejo Escolar del mismo de la provisión de 
profesores o profesoras que efectúe.

5.	 La extinción de la relación laboral de profesores o profesoras de los centros con-
certados deberá ser comunicada al Consejo Escolar del centro para que, en su 
caso, puedan establecerse los procesos de conciliación necesarios.

6.	 La Administración educativa competente verificará que los procedimientos de se-
lección y extinción de la relación laboral del profesorado se realice de acuerdo con 
lo dispuesto en la normativa y procedimientos que resulten de aplicación.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades.

Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 42 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 
diciembre, que quedan redactados como sigue:

«2.	Para el acceso a la universidad será necesario estar en posesión del título de 
Bachiller o equivalente y haber superado la prueba a la que se refiere el artículo 
38 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.»

“3.	Corresponde al Gobierno, previo informe de la Conferencia General de Políti-
ca Universitaria, establecer las normas básicas para la admisión de los estudian-
tes que soliciten ingresar en los centros universitarios, siempre con respeto a 
los principios de igualdad, mérito y capacidad, y en todo caso de acuerdo con 
lo indicado en el artículo 38 y las disposiciones adicionales trigésima tercera y 
trigésima sexta de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.»

Disposición final tercera. Modificación de la Ley Orgánica 5/2002 de 19 de 
junio de las Cualificaciones y de la Formación Profesional.

Se modifican los siguientes artículos y disposiciones de la Ley Orgánica 5/2002 de 19 
de junio de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, quedando redactados 
de la siguiente manera:
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Uno. El apartado 1.a) del artículo cuarto queda redactado en los siguientes términos:

«a)	El Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, que ordenará las iden-
tificadas en el sistema productivo en función de las competencias apropiadas 
para el ejercicio profesional que sean susceptibles de reconocimiento y acredi-
tación.»

Dos. El apartado 3 del artículo 5 queda redactado en los siguientes términos:

«3.	El Instituto Nacional de las Cualificaciones, creado por Real Decreto 
375/1999, de 5 de marzo, es el órgano técnico de apoyo al Consejo General de 
la Formación Profesional responsable de definir, elaborar y mantener actuali-
zado el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales.»

Tres. Los apartados 1, 3 y 4.a) del artículo 7 quedan redactados en los siguientes 
términos:

«1.	Con la finalidad de facilitar el carácter integrado y la adecuación entre la for-
mación profesional y los requerimientos de cualificación del sistema producti-
vo, así como la formación a lo largo de la vida, la movilidad de los trabajadores 
y la unidad de mercado laboral, se crea el Catálogo Nacional de Cualificacio-
nes Profesionales, aplicable a todo el territorio nacional, que estará constituido 
por las cualificaciones identificadas en el sistema productivo.»

Asimismo, existirá un Catálogo Modular de formación profesional, que in-
corporará la formación asociada a las unidades de competencia de las cualifi-
caciones profesionales. Estará organizado en módulos de formación asociada 
y constituirá el referente para el diseño de los títulos de formación profesional 
del sistema educativo, los certificados de profesionalidad y otras formaciones 
que contemple el sistema de formación profesional.»

«3.	El Ministerio de Educación y Formación Profesional adecuará los módulos de 
los títulos de formación profesional y de los certificados de profesionalidad, 
así como cualquier otra formación, a las modificaciones de aspectos puntuales 
de las cualificaciones y unidades de competencia recogidas en el Catálogo Na-
cional de Cualificaciones Profesionales aprobadas, previa consulta al Consejo 
General de la Formación Profesional.»
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«4.a)  Cualificación profesional: el conjunto de estándares de competencia con 
significación para el empleo que pueden ser adquiridas mediante formación 
modular u otros tipos de formación y a través de la experiencia laboral.»

Cuatro. Se suprime el apartado 5 y se modifica el apartado 1 del artículo 10, que 
queda redactado en los siguientes términos:

«1.	La Administración General del Estado, de conformidad con lo que se establece 
en el artículo 149.1.30.ª y 7.ª de la Constitución y previa consulta al Consejo 
General de la Formación Profesional, determinará los títulos, los certificados 
de profesionalidad y demás ofertas formativas, que constituirán las ofertas de 
formación profesional referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profe-
sionales.

Los títulos de formación profesional y los certificados de profesionalidad po-
drán incluir formaciones complementarias no asociadas al Catálogo para cum-
plir con otros objetivos específicos de estas enseñanzas o las recomendaciones 
de la Unión Europea.»

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley Orgánica 3/ 2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

El artículo 83.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 
de Datos Personales y garantía de los derechos digitales queda redactado de la 
siguiente manera:

1.	 El sistema educativo garantizará la plena inserción del alumnado en la sociedad 
digital y el aprendizaje de un consumo responsable y un uso crítico y seguro de 
los medios digitales y respetuoso con la dignidad humana, la justicia social y la 
sostenibilidad medioambiental, los valores constitucionales, los derechos funda-
mentales y, particularmente con el respeto y la garantía de la intimidad personal 
y familiar y la protección de datos personales. Las actuaciones realizadas en este 
ámbito tendrán carácter inclusivo, en particular en lo que respecta al alumnado 
con necesidades educativas especiales.

Las Administraciones educativas deberán incluir en el desarrollo del currículo la 
competencia digital a la que se refiere el apartado anterior, así como los elementos 
relacionados con las situaciones de riesgo derivadas de la inadecuada utilización 
de las TIC, con especial atención a las situaciones de violencia en la red.
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Disposición final quinta. Calendario de implantación.

1.	 A la entrada en vigor de esta Ley se aplicarán las modificaciones relativas a:

a)	 La participación y competencias de Consejo Escolar, Claustro y director o 
directora.

b)	 La autonomía de los centros docentes.
c)	 La selección del director o directora en los centros públicos.
d)	 La admisión de alumnos.

Los procesos relativos a los apartados c) y d) que se hubieran iniciado con ante-
rioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán por la normativa vigente en el 
momento de iniciarse.

2.	 Al inicio del curso siguiente a la entrada en vigor de esta Ley se implantarán:

a)	 Las modificaciones introducidas en la evaluación y condiciones de promoción 
de las diferentes etapas educativas.

b)	 Las modificaciones introducidas en las condiciones de titulación de educación 
secundaria obligatoria, ciclos formativos de grado básico y bachillerato.

c)	 La titulación de las enseñanzas profesionales de música y danza.
d)	 Las condiciones de acceso a las diferentes enseñanzas.

3.	 Las modificaciones introducidas en el currículo, la organización y objetivos de 
educación primaria se implantarán para los cursos primero, tercero y quinto en 
el curso escolar que se inicie un año después de la entrada en vigor de esta Ley, y 
para los cursos segundo, cuarto y sexto en el curso que se inicie dos años después 
de dicha entrada en vigor.

4.	 Las modificaciones introducidas en el currículo, la organización, objetivos y pro-
gramas de educación secundaria obligatoria se implantarán para los cursos prime-
ro y tercero en el curso escolar que se inicie un año después de la entrada en vigor 
de esta Ley, y para los cursos segundo y cuarto en el curso que se inicie dos años 
después de dicha entrada en vigor.

5.	 Las modificaciones introducidas en el currículo, la organización y objetivos de 
bachillerato se implantarán para el primer curso en el curso escolar que se inicie 
un año después de la entrada en vigor de esta Ley, y para el segundo curso en el 
curso que se inicie dos años después de dicha entrada en vigor.
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6. 	Las modificaciones introducidas en el currículo, la organización y objetivos en los 
ciclos formativos de grado básico se implantarán en el curso que se inicie un año 
después de la entrada en vigor de esta Ley. En este curso se suprimirá la oferta de 
módulos obligatorios de los Programas de Cualificación Profesional Inicial pre-
existentes. El segundo curso de los ciclos formativos de grado básico se implantará 
en el curso que se inicie dos años después de dicha entrada en vigor. En este curso 
se suprimirá la oferta de módulos voluntarios de los Programas de Cualificación 
Profesional Inicial preexistentes.

7.	 Las modificaciones que se introducen en el artículo 38 de esta Ley, relativas al 
acceso y admisión a la universidad se aplicarán en el curso escolar en el que se 
implante el segundo curso de bachillerato.

8.	 Las evaluaciones de diagnóstico a las que se refieren los artículos 21 y 29 de la Ley 
Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación comenzarán a aplicarse en el curso 
escolar en el que se implanten los cursos cuarto de educación primaria y segundo 
de educación secundaria obligatoria.

Disposición final sexta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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